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Rama Judicial del Poder Publico


Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo del
Atlántico
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE BRRANQUILLA

		ESTADO No.082 de 23-07-2020.
	






	


	
		

	
	
	

	
	
			

	
	
	




		
	
	
	

	
	
		
	
	
	
	
	
	
	

	
	FIJACIÓN DE ESTADOS
	

	
	Radicación
	Clase
	Demandante
	Demandado
	Fecha Auto
	Providencia
	COPIA PROVIDENCIA

	
	08001333300220200010700




	Tutela
	JENIFFER CASTRO CASTILLO.
	ICETEX.
	22/07/2020
	Fallo.
	





	
	08001333300220200008700




	Desacato-Tutela
	ZENITH CATALINA DE LA HOZ FLOREZ.
	NACIÓN-MINEDUCACIÓN-FOMAG- Y OTROS.
	22/07/2020
	Se apertura el incidente de desacato.
	




	

	
	




		
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	

	
	
	
	
	

	
	
	
	

	
	
		En la fecha, miércoles 23 de julio del 2020, se fija el presente estado por el término legal, al iniciar la jornada legal establecida para el despacho judicial y se desfija en la misma fecha al terminar la jornada laboral del despacho.
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Rama Judicial del Poder Publico 


Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo del Atlántico 
Juzgado Segundo Administrativo Oral De Barranquilla 


 


 
Palacio de Justicia, Carrera 44 Calle 38 Esquina Edificio Antiguo Telecom Piso 1º 


Teléfono: 3885005 Ext. 2066. www.ramajudicial.gov.co Correo: adm02bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Barranquilla – Atlántico.  Colombia 


SIGCMA-SGC 


Barranquilla D.E.I.P., veintidós (22) de julio de dos mil veinte (2020) 


  


Radicado 08-001-33-33-002-2020-00087-00 


Medio de control o Acción INCIDENTE DE DESACATO DE FALLO DE TUTELA 


Accionante ZENITH CATALINA DE LA HOZ FLOREZ 


Demandado 


NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO – FIDUPREVISORA S.A. y 
DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO - SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL 


Juez EUGENIO RAFAEL FONSECA OVALLE 


 


I. TEMA: 


 
APERTURA DE TRAMITE INICIDENTAL DE DESACATO, ARTICULO 52 DEL 


DECRETO 2591 DE 1991. 


 
II. ANTECEDENTES 


 
2.1. De conformidad con el informe secretarial que antecede y analizado el expediente del 


epígrafe, constata esta agencia judicial que el día 13 de julio de 2020 la señora ZENITH 


CATALINA DE LA HOZ FLOREZ, presentó Incidente de Desacato contra la NACIÓN – 


MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 


SOCIALES DEL MAGISTERIO – FIDUPREVISORA S.A. y DEPARTAMENTO DEL 


ATLÁNTICO - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, por incumplimiento al 


fallo de tutela de fecha 5 de junio de 2020, que decidió tutelar el derecho fundamental de 


PETICIÓN de la accionante. 


 


2.2. En consecuencia, esta pretura profirió auto de fecha 14 de julio de 2020, en virtud del 


cual requirió al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 


– FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. FIDUPREVISORA S.A. y al DEPARTAMENTO 


DEL ATLÁNTICO – SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, a efectos de 


que remitieran informe respecto del cumplimiento del fallo de tutela de fecha 5 de junio 


de 2020. 


 
2.3 Mediante memorial presentado vía correo electrónico, el día 15 de julio de 2020, el 


Jefe Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Educación Nacional, contestó el 


requerimiento hecho por este despacho, en los siguientes términos: 


 


“En atención al correo electrónico recibido por parte de esta Cartera 


Ministerial el día 15 de julio de 2020, proveniente del JUZGADO 2 
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ADMINISTRATIVO DE BAFRRANQUILLA, mediante el cual se notifica el 


auto de fecha 14 de julio de 2020, por medio del cual se requirió a las 


accionadas para que den cumplimiento a los fallos del 24 de agosto de 2018 


y del 5 de junio de 2020, en ese orden de ideas, el MINISTERIO DE 


EDUCACIÓN NACIONAL se pronunciará por haber sido notificado, en los 


siguientes términos: 


 


“Es importante indicar que, en aras de la eficiencia procesal, esta respuesta 


es remitida a su Despacho mediante correo electrónico: 


adm02bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co”. 


 


I. FRENTE AL CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO 


 


En el oficio notificado el 15 de julio de 2020, se resolvió lo siguiente: 


 


“PRIMERO.- REQUIÉRASE al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 


SOCIALES DEL MAGISTERIO – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 


FIDUPREVISORA S.A. y el DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO – 


SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, para que con destino 


a este proceso se sirva allegar, en el término máximo de tres (03) días 


contados a partir de la notificación de este proveído: (i) copia de la 


respuesta a la petición de solicitud de cumplimiento y/o pago de la sentencia 


judicial, presentada por la señora ZENITH CATALINA DE LA HOZ FLOREZ, 


identificada con cédula de ciudadanía No. 22.542.944, a través de 


apoderado, en el sistema de atención al ciudadano (SAC) con el 


requerimiento No 2018PQR21503 de fecha 09 de noviembre de 2018, 


mediante la cual se solicita el cumplimiento y/o pago de la sentencia 


proferida por el Juzgado Octavo Administrativo Oral de Barranquilla, de 


fecha 24 de agosto de 2018, dentro del proceso de nulidad y 


restablecimiento del derecho, radicado bajo el No 08-001-33-33-008-2017-


00229-00 y (ii) constancia o prueba de su comunicación o notificación, de 


conformidad a lo ordenado por esta agencia judicial en el fallo de tutela de 


fecha 5 de junio de 2020. (….)” 


 


No obstante, lo anterior, con el debido respeto esta Cartera Ministerial se 


permite pronunciarse ya que fue notificada del auto APERTURA 


INCIDENTED DE DESACATO, y para tal efecto me permito atender el 


requerimiento formulado por este despacho en el siguiente sentido: 


 


II. SOBRE EL CASO CONCRETO. 


 


No obstante, se advierte a este despacho que en el fallo de fecha 14 de julio 


de 2020, no se observa orden expresa en contra del MINISTERIO  DE 


EDUCACIÓN NACIONAL, como tampoco en la providencia de fecha 05 de 


junio de 2020, por ello no hemos entendido por qué el Despacho Judicial 


nos notifica, no siendo nosotros los llamados a cumplir con su orden. 
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III. CONSIDERACIONES DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN 


NACIONAL RESPECTO AL CASO BAJO EXAMEN. 


 
 


A. LA ORDEN CONTENIDA EN EL FALLO ES DE IMPOSIBLE 


CUMPLIMIENTO POR PARTE DE ESTE MINISTERIO: EL JUEZ DE 


INSTANCIA NO PUEDE CREARLE COMPETENCIAS A LAS 


ENTIDADES QUE EL PROPIO ORDENAMIENTO JURIDICO NO ELE 


HA ASIGNADO.  


 


No obstante, dado que el objeto de la presente acción de tutela tiene que ver 


con una del pago de cesantías a la accionante, prestación de seguridad 


social de alguien adscrito al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 


Magisterio FOMAG, me permito informarle que para este Ministerio ES DE 


IMPOSIBLE CUMPLIMIENTO, es decir ni jurídica ni materialmente la 


exigencia es susceptible de ser atendida por este gabinete ministerial, por 


los siguiente motivos: 


 


1. Primero 


La solicitud de amparo en las múltiples acciones de tutela atendidas por su 


Despacho recae sobre el derecho fundamental de petición, previsto en el 


artículo 23 de la Constitución Política, por lo cual debe tenerse en cuenta 


que las solicitudes de los accionantes no fueron radicadas en el Ministerio 


de Educación Nacional, sino remitidos al correo electrónico de la 


FIDUPREVISORA S.A., la cual administra al FONDO NACIONAL DE 


PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FOMAG, por ser el 


competente para el reconocimiento y pago de las prestaciones económicas 


y sociales de los maestros del Magisterio. 


Nótese que conforme al artículo 16 del CPACA, uno de los requisitos del 


derecho de petición  es indicar la designación de la autoridad a la que se 


dirige, y como puede advertirse de los anexos de la acción de tutela, la 


petición no está dirigida al Ministerio de Educación Nacional, pues lo 


pretendido se dirige en contra de la Fiduprevisora S.A. como vocera y 


administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 


 


2. Segundo 


 
Ahora bien, el artículo 1 de la Constitución Política que consagra el principio 


de descentralización, el artículo 356, que creó el Sistema General de 


Participaciones SGP y asignó las competencias de los departamentos, 


distritos y municipios; y de manera especifica la Ley orgánica 715 de 2001, 


que descentralizó territorialmente el servicio público educativo en los niveles 


de preescolar, básica y media, son las entidades territoriales certificadas en 


educación las responsables de administrar las instituciones educativas 
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oficiales ubicadas en su jurisdicción y el personal docente y directivo 


docente que allí labore. Por consiguiente, el Ministerio de Educación 


Nacional no es el competente para dar respuesta a la solicitud del 


accionante, ya que no ostenta la función de administrar el personal docente 


y consecuentemente, el reconocimiento y pago de los salarios y 


prestaciones sociales. 


 


3. Tercero 


 
Resulta indispensable referenciar los fallos del alto tribunal de lo contencioso 


respecto de la desvinculación del Ministerio de Educación Nacional ante los 


tramites y procesos judiciales adelantados entorno a las prestaciones 


sociales de los beneficiarios del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 


del Magisterio, tal y como se remarca en la sentencia proferida por el 


Consejo de Estado, Sección Cuarta, el 19 de abril de 2018, por la Consejera 


Stella Jeannette Carvajal, Expediente 201700469, e acción de tutela 


interpuesta por María Lourdes Preciado. En la referencia providencia el 


Consejo de Estado reconoce la distribución de competencias legales y 


establece la responsabilidad en tramites prestacionales exclusivamente por 


parte de la Secretaria de Educación correspondiente y Fiduprevisura S.A. 


como vocera y administradora del FOMAG, desvinculado al Ministerio de 


Educación de los tramites y solicitudes prestacionales referidas. 


 


B. EL RECONOCIMIENTO Y PAGO DE LAS PRESTACIONES 


ECONÓMICAS ESTA A CARGO Y EN CABEZA DE LA ENTIDAD 


TERRITORIAL CERTIFICADA CORRESPONDIENTE, A LA QUE SE 


ENCUENGTRE VINCULADO EL DOCENTE JUNTO CON 


FIDUPREVISORA S.A. COMO VOCERA Y ADMINISTRADORA DEL 


FOMAG 


 


No obstante, lo anterior resulta indispensable estudiar lo estipulado por el 


Decreto 1075 de 2015 modificatorio del Decreto 2831 de 2005, el cual 


estableció el siguiente procedimiento: Artículo 2.4.4.2.3.2.2. De acuerdo con 


lo establecido en el artículo 3 de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 


962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las 


prestaciones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 


Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación de las 


entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 


Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial 


certificadas correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, 


deberá: 


 


1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes 


relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del 


Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los 
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formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 


recursos de dicho Fondo. 


2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 


recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, 


certificación  de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del 


docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad 


vigente. 


3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, 


dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la 


solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de 


los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 


para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior 


del presente artículo. 


4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del 


manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de 


Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de 


reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de 


acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las 


adiciones o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, 


en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley. 


5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 


Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos 


administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, 


junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y 


dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren firme. 


Parágrafo 1º. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean 


interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el 


procedimiento aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que 


con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de 


prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 


Magisterio. 


Parágrafo 2o. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, 


fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se expidan por 


parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que 


deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin 


la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 


administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y 


no prestarán mérito ejecutivo. 


 


1. Gestión a Cargo de la Sociedad Fiduciaria que Administre el Fondo: 


 


Artículo 2.4.4.2.3.2.3. Trámite de Solicitudes. El proyecto de acto 


administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría 


de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial 


certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el 


solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del majeo 
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de los recursos del Fondo para su aprobación. Dentro de los quince (15) 


días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad 


fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las 


razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva 


secretaría de educación. 


Artículo 2.4.4.2.3.2.4. Reconocimiento, Aprobado el proyecto de resolución 


por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, 


deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial 


certificado y notificado en los término y con las formalidades y efectos 


previstos en la ley. De la misma manera, le Ley 962 del 8 de julio de 2.005, 


sobre el trámite a seguir frente a la presentación de reconocimiento de 


prestaciones sociales ante el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 


Magisterio, reguló: 


“Artículo 56. Racionalización de trámites en materia del Fondo de 


Prestaciones Sociales del Magisterio. Las prestaciones sociales que pagará 


el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 


reconocidas por el Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 


resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser 


elaborado por el Secretario de Educación de la entidad territorial certificada 


correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 


administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la 


firma del Secretario de Educación de la entidad territorial.” 


 


Las disposiciones anteriormente transcritas, refuerzan aún más que no 


existe relación, de causalidad o vínculo entre la NACIÓN – MINISTERIO DE 


EDUCACIÓN NACIONAL, y el derecho solicitado por el accionante. El 


hecho de que en tratándose de prestaciones sociales a cargo del Fondo de 


Prestaciones Sociales del Magisterio, el procedimiento de reconocimiento y 


pago de esta obligación, por ley se encuentra en cabeza de la Entidad 


Territorial certificada (Secretaria de Educación) y de la sociedad Fiduciaria 


administradora del Fondo (Fiduprevisora), siendo esta última y con 


fundamento en el contrato de Fiducia Mercantil No. 83 de 1990, quien 


administra y paga con recursos del Fondo las obligaciones que en materia 


de prestaciones reclamen los docentes afiliados al FOMAG bien sea por vía 


administrativa o vía contenciosa, incluso las condenas que se deriven de las 


demandas impetradas por los docentes afiliados al FOMAG. 


 


C. EL FALLO PRESENTA ERROR EN LAS ORDENES IMPARTIDAS: EL 


MINISTERIO DE EDUCACIÓN NO ATIENDE SOLICITUDES DE 


RECONOCMIENTO Y PAGO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 


MAGISTERIO: 


 


1. ENTIDADES ENCARGADAS DE DAR CUMPLIMIENTO A LO 


ORDENADO” 
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El juez de instancia dentro del fallo impugnado deja en evidencia que 


además de la configuración de la vulneración del derecho de petición, se 


entiende que los responsables de la vulneración fueron la Secretaria de 


Educación y Fiduprevisora S.A. quienes produjeron la infracción a los 


derechos sin embargo me permito manifestarle que en virtud de lo 


anteriormente explicado el Ministerio no tiene competencia asignada dentro 


del ORDENAMIENTO JURIDICO para resolver PETICIONES DE 


PRESTACIONES SOCIALES A LOS DOCENTES AFILIADOS AL FONDO 


DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO por los siguientes 


motivos: En primer lugar, es del caso aclarar, que el MINISTERIO DE 


EDUACIÓN NO ES, NI REPRESENTA AL FONDO NACINAL DE 


PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO FIDUPREVISORA S.A., Y 


NO ATIENDE SOLCITUDES A CARGO DE ESTAS El Fondo de 


Prestaciones Sociales del Magisterio como su nombre lo indica, es un fondo 


que por virtud de la Ley es administrado bajo la figura de patrimonio 


autónomo por FIDUPREVISORA S.A., y dicha fiduciaria tienen la vocería y 


representación judicial y extrajudicial del fondo. FIDUPREVISORA S.A. es 


una empresa de economía mixta adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito 


Público y supervigilada por la Superfinanciera cuyo domicilio es en la ciudad 


de Bogotá en la Calle 72 N° 10 – 03, en Bogotá y al correo electrónico 


notjudicial@fiduprevisora.com.co. 


 


Por su parte, Las secretarias de educación hacen parte de las 


administraciones territoriales y su superior jerárquico, por mandato 


constitucional es el respectivo gobernador departamental o alcalde municipal 


o distrital. 


 


D. NO SE CUMPLE EL REQUISITO DE LA SUBSIDIARIEDAD, NI SE 


AVISORA LA CONFIGURACION DE UN PERJUICI IRREMEDIABLE 


 


Esta herramienta constitucional es improcedente como mecanismo principal 


y definitivo; toda vez, que este es un medio excepcional para la protección 


de los derechos fundamentales única y exclusivamente para cuando no 


haya otro medio procesal más idóneo o existiendo se pretenda evitar la 


ocurrencia de un perjuicio irremediable. Así pues, la acción de tutela es un 


mecanismo subsidiario de conformidad con lo expresado en el artículo 6° del 


Decreto 2591 de 1991, en el cual se enumeran las causales de 


improcedencia entre ellas la existencia de otros medios idóneos para la 


protección del derecho, ello en concordancia con el inciso 3° del artículo 86 


de la Carta Política, acerca de su procedencia excepcional aun cuando 


existan otros medios judiciales, siempre y cuando se pretenda evitar un 


perjuicio irremediable. 


Frente al particular, se tiene en la sentencia T225 de 1993 de la Corte 


Constitucional ha definido el perjuicio irremediable como el “detrimento 


grave de un derecho fundamental que, en virtud de su seriedad, exige de 


medidas de neutralización urgentes e impostergables como requisitos para 
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su existencia los siguientes i) el carácter inminente del perjuicio ii) la 


urgencia de las medidas para su corrección y la iii) gravedad del daño. 


En concordancia con lo anterior, en el vaso concreto la acción de tutela es 


improcedente por disponerse de los mecanismos ordinarios entre ellos la 


acción de nulidad y restablecimiento del derecho establecida en el artículo 


138 C.P.A.C.A. para la efectividad de los derechos del accionante, y aún 


más frente a la falta de acreditación de la existencia de un perjuicio 


irremediable por parte del actor. Ahora bien, en el derecho administrativo 


colombiano se ha regulado la figura del silencio administrativo negativo, 


como regla general ante la omisión al deber de respuesta por parte de la 


administración, aspecto que adquiere relevancia en el caso sub examine, 


toda vez que el ordenamiento jurídico prevé la posibilidad de demandar los 


actos fictos o presuntos por medio del mencionado medio de control de 


nulidad y restablecimiento del derecho. 


En respuesta a las características de subsidiariedad y residualidad de la 


acción de tutela, ella sólo es procedente cuando no existen medios 


ordinarios de defensa judicial; o cuando aun existiendo, los mismos resultan 


ineficaces para proteger los derechos en conflicto o para evitar la ocurrencia 


de un perjuicio irremediable. Este último evento se presenta cuando la 


amenaza de vulneración de un derecho fundamental es inminente y, de 


consolidarse, afectaría de manera grave los bienes jurídicos que se 


pretenden amparar, por lo que se requiere de medidas urgentes e 


impostergables para evitar su materialización. Estas condiciones -al igual 


que la idoneidad de los medios judiciales existentes- deben analizarse en 


cada caso concreto y, de no acreditarse, la acción constitucional se torna 


procesalmente inviable. (Ver Corte Constitucional Sentencia T016 de 2015). 


Por consiguiente, la tutela no es el mecanismo principal con que cuenta el 


accionante, toda vez que, con el silencio administrativo negativo, se 


configura el acto administrativo ficto, suficiente para acudir al mecanismo de 


conciliación extrajudicial, ante la Procuraduría Delegada, o a la jurisdicción 


contencioso – administrativa, competente para dirimir el conflicto que se 


presenta. La falta de respuesta al derecho de petición por parte de la entidad 


territorial no configura por sí misma un perjuicio irremediable, por cuanto a 


que el propio ordenamiento le ha asignado una consecuencia jurídica a 


dicha situación, como lo es el silencio administrativo negativo. Además, 


debe tenerse en cuenta que el objeto de la petición constituye el 


reconocimiento y pago de la sanción por la mora en el pago de las 


cesantías, lo cual no constituye una prestación social, ni debe entenderse 


como una reclamación que afecta el mínimo vital del accionante. Así las 


cosas, como puede observarse a primera vista, en ninguna parte, existen 


funciones a cargo del Ministerio de Educación, para la expedición de actos 


administrativos de reconocimiento y pago de prestaciones sociales a los 


docentes y en tal sentido, es IMPOSIBLE PARA ESTE MINISTERIO, la 


solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago tardío 


de las cesantías corresponde legalmente a la Secretaria de Educación de la 


entidad territorial y Fiduprevisora S.A. 
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E. LA PROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA EL PAGO DE CONDENAS 


DE CARÁCTER ECONÓMICO 


 


De otro lado, a partir de los antecedentes expuestos, debe la Sala responder 


el siguiente interrogante: ¿La acción de tutela es el medio judicial 


procedente para lograr el cumplimiento de una sentencia que ordena la 


reliquidación de la pensión de jubilación? Frente a la exigencia del 


cumplimiento de una sentencia judicial que condena a la demandada a 


pagar una suma de dinero es claro que la acción de tutela resulta 


improcedente ante la existencia de un medio ordinario de defensa como es 


el proceso ejecutivo. En efecto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 


422 del Código General del Proceso, “…] pueden demandarse 


ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en 


documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan 


plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena 


proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción”. En el expediente no 


hay constancia que acredite que el actor haya acudido a este medio 


ordinario. Con todo, debe recordarse que de acuerdo con lo dispuesto en el 


artículo  86 de la Constitución Política, la acción de tutela solo es procedente 


cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 


aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 


irremediable, el que está relacionado con la existencia de una grave e 


inminente afectación o detrimento del derecho fundamental que deba ser 


conjurada con medidas urgentes, de aplicación inmediata e impostergable 


(…)” 


Teniendo en cuenta el análisis del consejo de Estado es deber de este 


ministerio hacer énfasis en que la petición mencionada por el accionante en 


el libelo tutelar está encaminada al inicio de un procedimiento administrativo 


el cual carece de fundamento esencial que expone este derecho, por lo que 


a nuestro juicio el mecanismo tutelar que busque iniciación de una de una 


actividad administrativa por medio de una petición carece de procedimiento 


alguno, de igual forma lo anterior se reitera por el Consejo de Estado en 


sentencia de 28 de septiembre de 2017, proferida en segunda instancia 


dentro de la acción de tutela número 201701087, Consejero ponente 


Roberto Augusto Serrato Valdés. 


Las disposiciones anteriormente transcritas, refuerzan aún más que no 


existe relación, de causalidad o vínculo entre la NACIÓN - MINISTERIO DE 


EDUCACIÓN NACIONAL, y el derecho solicitado por el accionante. El 


hecho de que en tratándose de prestaciones sociales a cargo del Fondo de 


Prestaciones Sociales del Magisterio, el procedimiento de reconocimiento y 


pago de esta obligación, por ley se encuentra en cabeza de la Entidad 


Territorial certificada y de la sociedad Fiduciaria administradora del Fondo, 


siendo esta última y con fundamento en el contrato de Fiducia Mercantil 


No.83 de 1990, quien administra y paga con recursos del Fondo las 
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obligaciones que en materia de prestaciones reclamen los docentes afiliados 


al FOMAG bien se por vía administrativa o vía contenciosa, incluso las 


condenas que se deriven de las demandas impetradas por los docentes 


afiliados al FOMAG. 


 


F. EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NO ES EL SUPERIOR 


JERÁRQUICO DE LAS SECRETARIAS DE EDUCACIÓN, NI DEL FONDO 


DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FIDUPREVISORA 


S.A., NO LOS REPRESENTA JUDICIALMENTE, ASÍ COMO TAMPOCO 


ATIENDE SOLICITUDES A CARGO DE ESTOS. 


 


Por lo dispuesto en la Ley 60 de 1993 el servicio público educativo se 


descentralizó y el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL certificó a los 


departamentos re reunían los requisitos exigidos en la ley y les hizo entrega 


de la administración de las instituciones educativas, el personal docente y 


administrativo de los establecimientos educativos y del manejo de los 


recursos para el pago de los mismos y mantenimiento de la infraestructura 


de las instituciones educativas a su cargo. 


Las secretarias de educación hacen parte de las administraciones 


territoriales y su superior jerárquico por mandato constitucional es el 


respectivo gobernador departamental o alcalde municipal o distrital. 


Por otra parte, el Ministerio De Educación no es ni representa al Fondo 


Nacional De Prestaciones Sociales Del Magisterio, así como tampoco es su 


superior jerárquico, pues como su nombre lo indica es un FONDO que por 


virtud de la ley es administrado bajo la figura de patrimonio autónomo por 


FIDUPREVISORA S.A. (Anexo escritura pública y otro si, ver clausula 4.15) 


FIDUPREVISORA S.A. es la administradora, vocera y representante judicial 


y extrajudicial del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. Dicha 


fiduciaria es una empresa de Economía Mixta del Orden Nacional vinculada 


al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y su actividad está vigilada por la 


Superintendencia Financiera de Colombia. 


Así las cosas, el Funcionario encargado del cumplimiento del fallo es la 


Doctora MARIA CRISTINA GLORIA INES CORTÉS ARANGO, en su calidad 


de Presidente de la FIDUPREVISORA S.A. quien recibe notificaciones en la 


Calle 72 N° 10-03 de Bogotá y al correo electrónico: 


notjudicial@fiduprevisora.com.co. (Adjunto certificado de existencia y 


representación legal expedido por la Superintendencia Financiera) 


 


IV. AUSENCIA DE LOS REQUSITOS DE PROCEDIBILIDAD PARA 


IMPONER SANCIÓN POR DESACATO 


De conformidad a lo expuesto, se evidencia al cumplimiento de la orden 


promovida por su despacho, resolviemndo de fonfo la petición de la 


accionante y dando cumplimiento a la Resolución 20797 del 9 de octubre de 


2017. Siendo así, se procede a citar pronunciaminetos que sobre el tema 


han esbozado las Altas Cortes de la siguiente manera: 
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“Esta Corporación, al interpretar el contenido y alcance del artículo 86 de la 


Constitució Politica, en forma reiterada ha señalado que el objetivo de la 


acción de tutela se circunscribe a la protección inmediata y actual de los 


derechos fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenzados 


por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en 


los casos expresamente consagrados en la ley. 


Así las cosas, se tiene que el propósito de la tutela, como lo establece el 


mencionado artículo, es que el Juez Constitucional, de manrea expedita, 


administre justicia en el caso concreto, profiriendo las órdenes que 


considere pertinentes a la autoridad pública o al particular que con sus 


acciones han amenazado vulnerados derechos fundamentales y procurar 


así la defensa actual y cierta de los mismos. No obstante, cuando la 


situación de hehco que causa la suspuesta amenaza o vulneración del 


derecho alegado desaparece o se encuentra superada, la acción de tutela 


pierde toda razón de ser como mecanismo más apropiado y expedito de 


protección judicial, por cuanto a que la decisión que pudiese adoptar el juez 


respecto del caso concreto resultaría a todas luces inocua, y por 


consiguiente contraria al objeto constitucionalemte previsto para esta 


acción.” 


Con lo anterior, se pretende significar que el accionanr de este Ministeiro ha 


sido diligente y su conducta no puede considerarse como violatoria a los 


derechos fundamentales del accionante. 


 
(…) 


VI. PRETENSION PRINCIPAL. 


 
DESVINCULAR el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL del presente 


incidente de desacato, por cuanto no es la entidad competentre para darle 


cumplimiento al fallo de tutela. 


 
VII. PRETENSIÓN PRINCIPAL. 


 
En mérito de lo expuesto, solicitamos ARCHIVAR las presentes diligencias.” 


 


En consecuencia, debe esta pretura entrar a decidir si la autoridad accionada cumplió o 


no la orden del Juez de tutela y para ello deberá aperturar el incidente de desacato 


interpuesto previas las siguientes: 


 


III. CONSIDERACIONES 


 
3.1. Apertura de Incidente de Desacato. 
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Como premisa normativa del incidente de desacato se encuentra el artículo 52 del 


Decreto 2591 de 1991 que regula la figura del desacato en los siguientes términos: 


 


“Artículo 52. DESACATO.- La persona que incumpliere una orden 


de un juez proferida con base en el presente Decreto incurrirá en 


desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta 


de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se 


hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de 


las sanciones penales a que hubiere lugar”.  


 
3.2. La señora ZENITH CATALINA DE LA HOZ FLOREZ, impetró incidente de desacato 


el 13 de julio de 2020 contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 


FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 


FIDUPREVISORA S.A. y DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO - SECRETARÍA DE 


EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL por incumplimiento al fallo de tutela de fecha 5 de 


junio de 2020. 


 
3.3. Que en el prementado fallo de tutela se decidió tutelar el derecho fundamental de 


Petición de la accionante, señora ZENITH CATALINA DE LA HOZ FLOREZ, ordenando:  


 
“SEGUNDO: En consecuencia, ORDENAR al FONDO NACIONAL 


DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FIDUCIARIA 


LA PREVISORA S.A. FIDUPREVISORA S.A. y al 


DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO – SECRETARIA DE 


EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, que en el término de cuarenta y 


ocho (48) horas contadas a partir del día siguiente a la notificación 


de la presente providencia, si aún no lo ha hecho, proceda a dar 


respuesta a la petición de solicitud de cumplimiento y/o pago de 


la sentencia judicial, presentada por la señora ZENITH 


CATALINA DE LA HOZ FLOREZ, identificada con cédula de 


ciudadanía No. 22.542.944, a través de apoderado, en el sistema 


de atención al ciudadano (SAC) con el requerimiento No 


2018PQR21503 de fecha 09 de noviembre de 2018, mediante la 


cual se solicita el cumplimiento y/o pago de la sentencia 


proferida por el Juzgado Octavo Administrativo Oral de 


Barranquilla, de fecha 24 de agosto de 2018, dentro del proceso 


de nulidad y restablecimiento del derecho, radicado bajo el No 


08-001-33-33-008-2017-00229-00, por las razones expuestas en la 


parte motiva de esta sentencia.” 


 
3.4. Por lo anterior el Despacho abrirá el incidente de desacato, para analizar sí se 


cumplió el fallo de tutela, o si por el contrario no se ha cumplido el mismo. 
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En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Administrativo Oral De Barranquilla,  


 
RESUELVE 


 
PRIMERO: APERTÚRASE el presente incidente de desacato promovido por la señora 


ZENITH CATALINA DE LA HOZ FLOREZ, contra la NACIÓN – MINISTERIO DE 


EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 


MAGISTERIO – FIDUPREVISORA S.A. y DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO - 


SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, de conformidad con las razones 


expuestas en la parte motiva de esta providencia. 


 


SEGUNDO: Como consecuencia de la apertura del incidente de desacato, CONCÉDASE 


al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 


FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. FIDUPREVISORA S.A. y al DEPARTAMENTO DEL 


ATLÁNTICO – SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL, el término de dos 


(02) días para que conteste el presente incidente, aporte las pruebas y demás 


documentos necesarios para el ejercicio de su derecho de defensa y contradicción.   


 
TERCERO: REQUERIR al FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 


MAGISTERIO – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. FIDUPREVISORA S.A. y al 


DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO – SECRETARIA DE EDUCACIÓN 


DEPARTAMENTAL, para que en el término de dos (2) días, contados a partir de la 


notificación del presente proveído, informe a este Despacho Judicial si le dio cumplimiento 


a la sentencia de tutela proferida por este juzgado el 5 de junio de 2020 dentro de la 


acción constitucional de tutela radicado bajo el número 08-001-33-33-002-2020-00087-00, 


que dispuso tutelar el derecho fundamental de Petición de la accionante, señora ZENITH 


CATALINA DE LA HOZ FLOREZ. 


 
CUARTO: REQUERIR a la señora ZENITH CATALINA DE LA HOZ FLOREZ, para que en 


el término de dos (2) días contados a partir de la notificación de esta providencia, informe 


a este Despacho Judicial si el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 


MAGISTERIO – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. FIDUPREVISORA S.A. y al 


DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO – SECRETARIA DE EDUCACIÓN 


DEPARTAMENTAL, dio cumplimiento a la sentencia de tutela proferida por este juzgado 


el 5 de junio de 2020, dentro de la acción constitucional de tutela radicado bajo el número 
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08-001-33-33-002-2020-00087-00, que dispuso tutelar el derecho fundamental de 


Petición de la accionante, señora ZENITH CATALINA DE LA HOZ FLOREZ. 


 
QUINTO: NOTIFÍQUESE el presente auto a las direcciones de correo electrónico 


suministradas y/o habilitadas por las partes dentro del presente tramite incidental de 


desacato, y por el estado electrónico del Juzgado Segundo Administrativo Oral De 


Barranquilla. 


 


SEXTO: Regístrese la presente actuación en el sistema justicia XXI. 


 


 


 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 
 NOTIFICACION POR ESTADO 


LA ANTERIOR PROVIDENCIA SE NOTIFICA POR 
ESTADO ELECTRONICO N° 082 DE HOY 23 DE 


JULIO  DE 2020 A LAS (08:00 AM) 
 


 
 


SE DEJA CONSTANCIA QUE SE LE DIO 
CUMPLIMIENTO AL ARTICULO 201 DEL CPACA 


 



http://www.ramajudicial.gov.co/
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Rama Judicial del Poder Publico 


Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo del Atlántico 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA 


 


1 de 24 


 


SIGCMA-SGC 


Barranquilla D.E.I.P, Veintiuno (22) de Julio de dos mil veinte (2020) 


 


Radicado 08-001-33-33-002-2020-00107-00 


Acción TUTELA 


Accionante JENIFFER CASTRO CASTILLO 


Accionado 
INSTITUTO COLOMBIANO DE CREDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS 


TÉCNICOS EN EL EXTERIOR - ICETEX 


Juez  EUGENIO RAFAEL FONSECA OVALLE 


 


I. ANTECEDENTES 


 
Procede el Despacho a resolver la acción de tutela instaurada el 10 de Julio de 2020 por la señora 


JENIFFER CASTRO CASTILLO, contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE CREDITO 


EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR - ICETEX, por la presunta vulneración 


de su ius fundamental de HABEAS DATA. 


 
La presente acción de tutela fue presentada el 10 de Julio de 2020 y por la formalidad del reparto 


correspondió su conocimiento a este Juzgado, que fue remitida ese mismo día al correo del 


juzgado adm02bqlla.@cendoj.ramajudicial.gov.co1. 


 
Por lo tanto, esta agencia judicial está dentro del término legal para resolver la acción de amparo 


deprecada. 


 
II. ACONTECER FÀCTICO. 


 
La acción de tutela se fundamenta en los siguientes hechos que a continuación se transcriben del 


libelo introductorio de la acción constitucional que nos ocupa: 


  


“1. Tengo un crédito estudiantil de postgrado con el Icetex bajo el No. 0176893401-


7. 


 


2. A raíz de la declaración de emergencia económica, social y ecológica que el 


Gobierno Nacional realizó por el virus Covid 19, en abril de este año (2020) solicité 


al Icetex información sobre los auxilios económicos disponibles para seguir 


cumpliendo con mi obligación. 


 


                                                           
1
 Por los Acuerdos PCSJA20-11517 del 15 de Marzo de 2020 y PCSJA20-11521 del 19 de Marzo de 2020, el 


honorable Consejo Superior de la Judicatura dispuso que los términos judiciales quedaban suspendidos hasta 


el 03 de Abril de 2020, con excepción de las actuaciones de tutela y de habeas corpus y dispuso que los 


Magistrados Jueces y Empleados Judiciales laboraran en sus casas. 



mailto:adm02bqlla.@cendoj.ramajudicial.gov.co
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3. El Icetex me informó que para mi caso particular me podían ofrecer reducir el 


IPC con el que se calcula mi deuda del 11.21% al 3.74%. 


 


4. El 15 de abril de 2020 recibí una comunicación del Icetex por correo electrónico 


informándome la aprobación de mi solicitud para bajar el IPC con el que se calcula 


mi deuda, así las cuotas mensuales pasarían de seiscientos noventa y tres mil 


cuatrocientos cuatro pesos ($693.404) a seiscientos cincuenta y cuatro mil 


ochocientos setenta y siete mil pesos ($654.877). 


 


5. Durante el pasado mes de mayo no me llegó el extracto de mi obligación, pero, 


confiando en el comunicado que me había enviado el Icetex, el pasado 29 de mayo 


cancelé seiscientos cincuenta y cinco mil pesos ($655.000) del crédito. El pasado 


30 de junio también hice el mismo pago por seiscientos cincuenta y cinco mil pesos 


($655.000) a pesar de que tampoco me llegó el recibo. Por lo tanto actualmente 


estoy a paz y salvo con mi obligación con el Icetex. 


  


6. Después de hacer el primer pago, como medida de precaución, revisé el estado 


de mi deuda en el portal del Icetex y con gran preocupación descubrí que el monto 


no bajo, al contrario había subido, entonces hice seguimiento diario y me di cuenta 


que la obligación por día se incrementa en promedio mil ochocientos pesos 


($1.800) y los fines de semana sube hasta veinte dos mil pesos ($22.000) y otras 


veces aparece en cero pesos. 


 


7. Por ejemplo, para el 20 de junio de 2020 el saldo total adeudado para el crédito 


No. 0176893401-7 era de dieciséis millones novecientos noventa y nueve mil 


doscientos cincuenta y tres pesos ($16.999.253); para el 25 de junio de 2020 era 


de 0 pesos; y para el 27 de junio de 2020 era de diecisiete millones treinta mil 


doscientos cincuenta y tres pesos ($17.030.253). Así en tan solo siete (7) días el 


saldo de la obligación subió treinta y un mil pesos ($31.000), ósea cuatro mil 


cuatrocientos veintiocho pesos diarios ($4.428). 


  


8. El 8 de junio llamé al Icetex para averiguar qué estaba pasando, me atendió el 


asesor Hugo Ruiz y radicó mi petición bajo el número CAS-7602208; de forma 


verbal el asesor me informó que por un “error en el sistema” mi obligación había 


quedado congelada hasta 2022 y se estaba generando un “interés extra” que se 


reflejaba en mi estado de cuenta. 


  


9. Dejo constancia que en ningún momento autoricé congelar mi obligación con el 


Icetex hasta 2022, lo convenido con la entidad fue reducir el IPC con el que se 


calcula la cuota de la deuda del 11.21% al 3.74%; por lo tanto el Icetex congeló la 


deuda sin mi consentimiento afectando mi derecho fundamental al habeas data y 
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generándome graves perjuicios económicos que ponen en riesgo mi estabilidad 


financiera y mucho más en esta época de pandemia por el Covid 19.  


 


10. El pasado 24 junio llamé de nuevo al Icetex para averiguar por el trámite de mi 


petición en la cual solicité verbalmente que se rectificara y actualizara la 


información de mi crédito de posgrado. Me atendió la agente Mileydi Carrazo, 


quien le puso una alerta de priorización a mi caso y me indicó que la entidad 


todavía estaba dentro del plazo legal para responder y por lo tanto debía esperar. 


 


11. El pasado 2 de julio llamé nuevamente al Icetex y la agente Lorena Cuestas me 


confirmó que se habían cumplido el tiempo de resolución de la petición, pero que el 


Icetex no tenía una respuesta, ni una solución; la agente me sugirió que enviara un 


correo electrónico explicando mi situación y que adjuntara todos los soportes que 


tenía.  


 


III. PRETENSIONES 


 


La parte accionante solicita al Juez Constitucional, disponer y ordenar lo siguiente: 


 


1. Que mediante esta acción de tutela, conforme a lo estipulado la Constitución 


Política de Colombia y las normas concordantes, se tutele mi derecho fundamental 


al habeas data, consagrado en el Artículo 15 superior. 


 


2. Se ordene al Icetex que en un plazo máximo de 48 horas rectifique y actualice la 


información de mi crédito de posgrado, No. 0176893401-7, de acuerdo a lo 


convenido en la comunicación envida por el Icetex a mi correo, fechada del 15 de 


abril de 2020, número de radicado CAS-6938645-K1Q6V3. 


 


3. Se ordene al Icetex no hacer ningún tipo de reporte negativo a las centrales de 


riesgo por cuenta del error que cometieron los funcionarios de la entidad al 


congelar sin mi consentimiento mi obligación hasta 2022”.  


 


IV. ACTUACIÓN PROCESAL 


 


Mediante auto de fecha 10 de Julio de 2020, el Despacho dispuso la admisión de la acción de 


tutela epigrafíada, proveído que fue notificado a las partes mediante anotación en estado 


electrónico No. 076 del 13 de Julio de 2020 y notificado al buzón de notificaciones judiciales 


habilitados por las partes. 


 


Por auto de fecha 16 de Julio de 2020 el Juzgado requirió a la parte accionada INSTITUTO 


COLOMBIANO DE CREDITO EDEUCATIVO Y ESTUDIOS TECNICOS EN EL EXTERIOR –
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ICETEX- para que remitiera nuevamente el archivo anexado con el informe RENDIDO EL 15 de 


Julio de 2020 llamado “2020-00107 anexo 3 Contestación del Icetex” del cual no era posible leer su 


contenido.- La apoderada del extremo pasivo de este trámite constitucional hizo llegar al correo 


electrónico institucional del Juzgado el mencionado documento el día 17 de Julio de 2020, a las 


2:13 p.m. 


 


V. INTERVENCIÓN DE LAS PARTE ACCIONADA 


 


 INSTITUTO COLOMBIANO DE CREDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TECNICOS EN EL 


EXTERIOR – ICETEX  


 
La entidad accionada INSTITUTO COLOMBIANO DE CREDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS 


TECNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX  presentó el informe solicitado bajo la égida del artículo 


19 del Decreto 2591 de 1991 mediante oficio OAJ 2200, Bogotá D.C., 20200215854 el cual fue 


recibido en el correo institucional del juzgado2 el 15 de Julio de 2020 (conforme a constancia que 


se anexó al libelo contentivo del informe). En el escrito de contestación la autoridad accionada 


expresó lo siguiente: 


 


“Con el fin de dilucidar lo ha estado siempre dar una respuesta Clara concreta y 


de fondo a su solicitud sobre el particular resulta preciso señalar que conforme 


a la verificación efectuada por la vicepresidencia de fondo en administración se 


logró establecer que: 


 


LA VICEPRESIDENCIA DE OPERACIONES Y TECNOLOGÍA – GRUPO 


ADMINISTRACIÓN DE CARTERA, se logró establecer que: 


 


PRIMERO: De conformidad con el Reglamento de Crédito Educativo del ICETEX, a 


la beneficiaria JENIFFER CASTRO CASTILLO, identificado con la Cédula de 


Ciudadanía No. 1140859840, le fue otorgado el crédito ID 3668934 modalidad 


LINEAS TRADICIONALES - POSGRADO PAIS 40SMLV 2. 


 


SEGUNDO: El crédito es trasladado a etapa final de amortización el día 05 de 


octubre de 2019, con un saldo total de $21.925.352,27, compuesto por un saldo 


capital adeudado, más el saldo de intereses corrientes generados y no pagados 


durante la época de estudios, la sumatoria de estos valores conforma un nuevo 


capital sobre el que se genera el plan de amortización. 


  


Cabe anotar que en la Sentencia del 27 de Marzo de 1992 Sala de lo Contencioso 


Administrativo (Consejero Ponente MIGUEL GONZÁLEZ RODRIGUEZ) el Consejo 


de Estado puntualizó que “(…) Conforme a las normas civiles y comerciales que 


                                                           
2 adm02bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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regulan el anatocismo, debe entenderse por tal el cobro de intereses sobre 


intereses exigibles y no pagados oportunamente, y no los sistemas de pago 


libremente acordado entre las partes en un negocio jurídico que contemplen la 


capitalización de intereses, teniendo para ello en cuenta la cuantía, plazo y 


periodicidad en que deban cancelarse dichos rendimientos”. 


 


De acuerdo con las características de financiación de la línea, el plan de pagos 


asignado se generó por un total de 24 cuotas constantes, la primera de las cuales 


venció el 05 de noviembre de 2019. 


 


TERCERO: A continuación, se relacionan los pagos realizados durante la época de 


amortización: 


 


  


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


CUARTO: El 12 de diciembre de 2019 se aplicó ampliación de plazos, quedando 


así el plan de pagos a un total de 36 cuotas. 


 


QUINTO: Con relación a la solicitud de los alivios implementados por la Entidad a 


raíz de la pandemia COVID-19, nos permitimos informar que: 


  


 En el marco de la contingencia Económica, Social y Ecológica que atraviesa 


el país a raíz de la propagación de la pandemia del Coronavirus (COVID-19), el 


Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior – 


ICETEX implemento un “Plan de Auxilios Educativos Coronavirus COVID-19 para 


beneficiarios de Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en 


el Exterior – ICETEX”.  


 


En consecuencia, el 25 de marzo de 2020 se procedió de manera favorable con la 


aplicación del alivio de reducción transitoria de tasa de interés, alivio que tenía una 


duración de 90 días.  


 


FECHA  VALOR  


25/10/2018  $ 135.505  


21/11/2018  $ 283.523  


22/12/2018  $ 407.050  


23/01/2019  $ 283.422  


26/02/2019  $ 157.050  


26/03/2019  $ 285.000  


26/04/2019  $ 285.000  


22/05/2019  $ 285.000  


21/06/2019  $ 350.000  


22/07/2019  $ 348.000  


20/08/2019  $ 355.000  


TOTAL  $ 3.174.550  
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SEXTO: AL REALIZAR REVISIÓN DE LA OBLIGACIÓN SE EVIDENCIARON 


VARIACIONES EN CUANTO AL PLAN DE PAGOS, LA APLICACIÓN DE 


PAGOS DE JUNIO DE 2020, SITUACIÓN QUE OCASIONO QUE LOS RECIBOS 


DE PAGO SE EMITIERAN CON INFORMACIÓN INCORRECTA, DE ESTA 


MANERA SE REALIZARON LOS AJUSTES CORRESPONDIENTES CON EL 


OBJETIVO DE REFLEJAR LOS SALDOS CONFORME A LA REALIDAD 


FINANCIERA DEL CRÉDITO. 


 


ES PERTINENTE MENCIONAR QUE LA SITUACIÓN DESCRITA NO 


OCASIONÓ EL COBRO ADICIONAL AL CRÉDITO, DEBIDO A QUE FUE UNA 


SITUACIÓN NETAMENTE INFORMATIVA.  


 


SEPTIMO: Conforme con lo anterior, al corte del 14 de julio de 2020, el crédito 


presenta el siguiente estado de cuenta:  


 


- El crédito se encuentra en época de amortización y está al día.  


- El plan de pagos está compuesto por un total de 36 cuotas de la siguiente 


manera:  


o 9 cuotas canceladas  


o 1 cuota vigente  


o 26 cuotas proyectadas  


 


- Cuota vigente: $ 688.577,97 correspondiente a la cuota de agosto de 2020, con 


fecha de vencimiento el 5 del mes. 


 


- Saldo para la cancelación total a la fecha es de $16.369.287,12.  


 


EN CUANTO A LA RESPUESTA DEL DERECHO DE PETICIÒN: El ICETEX el 


XX de junio de 2020 remitió respuesta de fondo, clara y concisa a la accionante, 


tanto por, medio de correo electrónico al email 


JENIFFERCASTROC@GMAIL.COM - LINETCASTILLO@HOTMAIL.COM como 


en físico a la dirección CL 34 87 09 BL 10 AP 102 CONJ MIRADOR DE LA 


COLINA BR LAS ESTRELLAS en donde se le indicó a la aspirante lo 


anteriormente relacionado, tal y como se demuestra a continuación: 


 



mailto:JENIFFERCASTROC@GMAIL.COM
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Por lo anterior, no es procedente atender de manera inmediata la solicitud 


efectuada por la accionante de conformidad con los argumentos expuestos en el 


presente acápite. 


 


2. INEXISTENCIA DE VIOLACIÓN POR HECHO SUPERADO FRENTE AL TEMA 


DEL DERECHO DE PETICIÓN: 


 


Si bien es cierto la accionante no ha manifestado la posible vulneración del 


derecho fundamental de petición, resulta procedente, destacar que el ICETEX en 


cumplimiento a lo dispuesto en la jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional 


la cual establece: 
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(…) Reiteradamente esta Corte ha señalado que el derecho de petición en su 


contenido comprende los siguientes elementos: i.) la posibilidad cierta y efectiva de 


elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se 


nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas (núcleo esencial); ii.) Una 


respuesta que debe ser pronta y oportuna, es decir otorgada dentro de los términos 


establecidos en el ordenamiento jurídico, así como clara, precisa y de fondo o 


material, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia 


propia de la solicitud y de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, 


respecto a todos y cada uno de los asuntos planteados y iv.) Una pronta 


comunicación de lo decidido al peticionario, independientemente de que la 


respuesta sea positiva o negativa, pues no necesariamente se debe acceder a 


lo pedido. 


 


En la acción constitucional que se surte en contra del ICETEX, es preciso señalar 


que se han adelantado todas las gestiones tendientes para resolver todas las 


peticiones presentadas por la accionante ante la entidad, dando respuesta a las 


mismas en los términos establecidos por la ley, dando respuestas claras a cada 


una de ellas. 


 


Por lo anterior, es preciso hacer referencia a lo que ha sido llamado por la 


jurisprudencia constitucional como “hecho superado”, por lo que solicitamos al 


honorable Despacho desestimar cualquier pretensión por la evidente superación de 


la situación de hecho a tutelar, con fundamento en la jurisprudencia emitida por la 


Corte que a continuación se invoca: 


 


Según Sentencia T-358/14: 


 


“La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento 


de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por 


completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual 


cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, 


aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha 


acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. Respecto a la carencia 


actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la 


acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos 


fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u 


omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos 


expresamente consagrados en la ley. Sin embargo, cuando la situación de hecho 


que origina la supuesta amenaza o vulneración del derecho desaparece o se 


encuentra superada, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues en estas 


condiciones no existiría una orden que impartir. Por otro lado, la carencia actual de 
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objeto por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del 


derecho fundamental ha producido el perjuicio que se pretendía evitar con la 


acción de tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o 


impedir que se concrete el peligro, y lo único que procede es el resarcimiento del 


daño causado por la vulneración del derecho fundamental”. 


 


Tenemos entonces que, en el caso que nos ocupa por inexistencia y carencia 


actual de objeto, y con fundamento en la Constitución Política, Código de 


Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Decreto 2591 de 


1991 y demás normas concordantes y bajo el apoyo jurisprudencial Constitucional 


aplicable al presente caso, es claro que no ha sido vulnerado este derecho a la 


accionante. 


 


Ahora bien, en lo concerniente al contenido de la respuesta si bien es cierto que la 


obligación del Instituto es dar respuesta a las peticiones formuladas por sus 


usuarios, no es menos cierto y/o no quiere decir que la respuesta debe acceder a 


los requerimientos. 


 


Al respecto la jurisprudencia ha sido clara al señalar: 


 


“El derecho fundamental de petición ha dejado de ser expresión formal de la 


facultad ciudadana de elevar solicitudes a las autoridades para pasar a garantizar, 


en consonancia con el principio de democracia participativa (C.N. art. 1º) la pronta 


resolución de las peticiones. La tutela administrativa de los derechos 


fundamentales es un derecho contenido en el núcleo esencial del derecho de 


petición, que no sólo exige una respuesta cualquiera de la autoridad, sino la 


pronta resolución de la petición, bien sea en sentido positivo o negativo.” 


(Resaltado fuera de texto) 


 


“Características del derecho de petición… b) El núcleo esencial del derecho de 


petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada 


serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva 


para sí el sentido de lo decidido... c) Pero lo anterior, la respuesta no implica 


aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta 


escrita...” (C. Constitucional Sent. T-630, ago. 8 200.M P.-Marco Gerardo Monroy 


Cabra) (Subraya fuera de texto) 


 


“...Puede afirmarse que el derecho fundamental sería inocuo si sólo se formulara 


en términos de poder presentar la respectiva petición. Lo que hace efectivo el 


derecho es que la petición elevada sea resuelta rápidamente. De nada serviría el 


derecho de petición, si la misma Constitución no consagra el correlativo deber de 
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las autoridades de proferir pronta resolución. Desde luego, no puede tomarse 


como parte del derecho de petición una prerrogativa que lleva forzosamente 


a que la administración defina de manera favorable las pretensiones del 


solicitante. Por lo tanto, es una obligación inexcusable de la administración 


resolver prontamente las peticiones presentadas por los ciudadanos, lo cual no 


significa una respuesta favorable perentoriamente. Pero en cambio, puede 


afirmarse que su pronta resolución hace verdaderamente efectivo el derecho de 


petición.”(C. Constitucional Sent. T-570, dic.1º/95, Exp.77341. M.P. Vladimiro 


Naranjo Mesa)”  


 


Al respecto se destaca y se es enfático en indicar que esta Entidad no ha 


incumplido ninguna obligación en virtud de la cual se haya violado derecho 


fundamental alguno del accionante. En efecto, como ya se explicó es claro que no 


existe ningún tipo responsabilidad ni por omisión o acción en virtud del cual esta 


Entidad deba responder.  


 


2. DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE HABEAS DATA 


 


Considerando que la accionante solicita el amparo al derecho fundamental del 


Habeas Data, resulta procedente hacer mención de este derecho, el cual se 


encuentra consagrado en el artículo 15 de la Constitución Política de Colombia, en 


el que señala que: 


 


“(…) De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las 


informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos 


de entidades públicas y privadas. 


 


En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y 


demás garantías consagradas en la Constitución.” 


 


En desarrollo del mencionado derecho se el Gobierno Nacional expidió la Ley 1581 


de 2012 “Por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos 


personales”, la cual tiene como objeto la de desarrollar el derecho constitucional 


que tienen todas las personas a conocer, actualizar y rectificar las informaciones 


que se hayan recogido sobre ellas en bases de datos o archivos. En este sentido 


establece, como uno de los derechos de los titulares del derecho en mención el de 


“(…) Conocer, actualizar y rectificar sus datos personales frente a los 


Responsables del Tratamiento o Encargados del Tratamiento. Este derecho se 


podrá ejercer, entre otros frente a datos parciales, inexactos, incompletos, 


fraccionados, que induzcan a error, o aquellos cuyo Tratamiento esté 


expresamente prohibido o no haya sido autorizado. (…)” (Subraya fuera del texto). 
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Adicionalmente, el Decreto Nacional 1377 de 20132 desarrolla el derecho del 


Habías Data, dirigido al tratamiento de datos en el ámbito personal doméstico de 


conformidad con lo dispuesto en el literal a)3 del artículo 2 de la Ley 1581 de 2012. 


 


La Corte Constitucional ha señalado que este derecho otorga la facultad al titular 


de datos personales de exigir de las administradoras de esos datos el acceso, 


inclusión, exclusión, corrección, adición, actualización y certificación de los datos, 


así como la limitación en las posibilidades de su divulgación, publicación o cesión, 


de conformidad con los principios que regulan el proceso de administración de 


datos personales. A este respecto la Sentencia U – 082 de 1995, la Corte 


determinó que el Hábeas Data “(…) es un derecho fundamental autónomo que 


comprende las siguientes tres facultades: (i) el derecho a conocer las 


informaciones que a su titular se refieren; (ii) el derecho a actualizar tales 


informaciones; y (iii) el derecho a rectificar las informaciones que no correspondan 


a la verdad. (…)”  


 


Ahora bien, respecto del caso concreto, de conformidad con lo establecido en la ley 


y por la Corte Constitucional, y de acuerdo con lo expresado al inicio de este 


documento, resulta procedente concluir que el ICETEX ha atendido las peticiones 


de la accionante en el sentido de dar a conocer, actualizar y rectificar la 


información que reposa en la entidad respecto del crédito del que ha sido 


beneficiaria. Así pues, se han efectuado las correcciones del caso con el fin de que 


la información de los pagos efectuados, la condonación realizada y los datos que 


correspondan al crédito, estén conformes con la realidad financiara de la 


accionante. 


  


3. IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA POR CONTAR CON OTROS 


MECANISMOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTO 


 


La acción de tutela ha sido consagrada constitucionalmente en el artículo 86 de la 


Carta Política y desarrollada legalmente en el Decreto 2591 de 1991, como 


mecanismo de defensa judicial, preferente y sumario para la protección de los 


derechos fundamentales. 


 


Se colige de la presente acción de amparo que la pretensión de condonación de 


crédito educativo del cual es beneficiario no puede endilgarse responsabilidad al 


ICETEX, que ha cumplido con sus obligaciones respecto de la accionante, que el 


juez de instancia mediante fallo conmine a solucionar un asunto cuyo conocimiento 


no es del resorte de del juez de tutela. 
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Es importante; reiterar la improcedencia de la tutela para definir derechos litigiosos 


de contenido económico; de acuerdo a pronunciamientos de la corte 


Constitucional;  


 


La jurisprudencia de la Corte Constitucional [Ver sentencias T-071 de 2002; T-886 


de 2000; T-061 de 1999 y T-1121 de 2003. M.P. Álvaro Tafur Galvis] ha sido 


enfática en sostener, que el pago de obligaciones originadas en relaciones 


contractuales escapa al ámbito propio de la acción de tutela, dada la naturaleza 


particular del amparo constitucional. Con todo, si bien es cierto que se ha admitido 


la procedencia de la acción de tutela en algunos casos de naturaleza contractual, 


ello ha sido excepcional y sustentado en la falta de idoneidad del medio ordinario 


de defensa o en la existencia de un perjuicio irremediable, sobre la base de 


circunstancias específicas y directas en cada caso. Lo anterior excluye entonces 


un amparo constitucional masivo en estas materias [Sentencia T-994 de 2005. 


M.P. Humberto Sierra Porto], especialmente si no existe acreditación de la 


improcedencia del medio de defensa judicial alternativo o del perjuicio irremediable. 


 


En cuanto a los debates que surgen en la esfera de los contratos y las obligaciones 


que se derivan de ellos, en la sentencia T-164 de 1997 (M.P. Fabio Morón Díaz), 


esta Corporación sostuvo que los conflictos surgidos de un contrato, no son objeto 


de acción de tutela. Dijo la Corte al respecto, que: 


 


“(…) la Carta Política tiene una capacidad de irradiación sobre las leyes y sobre los 


contratos, pues la libertad contractual también está gobernada por el marco 


axiológico del Estatuto Superior, motivo por el cual el ejercicio de esa libertad no 


puede conducir a la arbitrariedad. 


“Empero, no significa lo anterior que los derechos surgidos de un contrato 


adquieran el carácter de constitucionales fundamentales y que los conflictos 


contractuales sean de naturaleza constitucional. Así lo ha entendido la Corte al 


indicar que “el derecho fundamental objeto de una acción de tutela debe 


corresponder a una consagración expresa y positiva efectuada directamente por el 


Constituyente que decide reservar ámbitos de la persona de la intromisión estatal o 


establece prestaciones o garantías que se incorporan como situaciones activas de 


poder de los sujetos oponibles al mismo. No tienen ese origen y mal puede 


pretender conferírseles ese carácter, las situaciones subjetivas activas o pasivas 


derivadas de la concesión recíproca de facultades que intercambian entre sí las 


partes de un contrato y que constituyen su contenido”. [Sentencia T-242 de 1993]. 


 


En la sentencia T-528 de 1998 (M.P. Antonio Barrera Carbonell), se señaló 


también que no le compete al juez constitucional definir derechos litigiosos por vía 


de amparo, al precisar que:  
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“[Ha] sido clara la jurisprudencia de la Corporación al indicar que los fallos emitidos 


en materia de acción de tutela no tienen la virtualidad para declarar derechos 


litigiosos, menos aun cuando de estos se predica su carácter legal.”  


 


Por estas razones, la Corte Constitucional [Ver entre otras las Sentencia T-23 de 


1996; T-340 de 1997; T-080 de 1998 y la SU-091 de 2000] ha considerado que el 


escenario propicio para resolver las diferencias suscitadas con motivo del 


cumplimiento o incumplimiento de un contrato o para definir derechos litigiosos de 


contenido económico, es el de las acciones ordinarias y no así la acción de tutela 


[Cfr. Sentencia T-1121 de 2003. M.P. Álvaro Tafur Galvis]. 


  


Por ende, no es suficiente que se alegue la vulneración o amenaza de un derecho 


fundamental [Sentencia T-1121 de 2003. M.P. Álvaro Tafur Galvis] para que se 


legitime automáticamente la procedencia de ese mecanismo constitucional, puesto 


que la tutela no puede utilizarse arbitrariamente, en especial si los derechos 


involucrados en la situación jurídica que se analiza, son objeto de debate legal y de 


contradicciones jurídicas relevantes entre las partes, ya que ello exige la definición 


y evaluación sobre las cláusulas contractuales y la determinación del alcance de 


los derechos sustanciales existentes entre ellas. Sobre este punto la Corte ha 


considerado adicionalmente que "el alcance del amparo constitucional no puede 


cobijar la definición de controversias jurídicas legalmente reguladas, como serían 


las atinentes al reconocimiento de los derechos que se deriven de una relación 


contractual, pues de un lado, estas controversias cuentan en el ordenamiento 


jurídico con los mecanismos de solución pertinentes y, del otro, su debate no es 


propiamente constitucional" [Sentencias T-605 de 1995].  


 


No debe olvidarse que la naturaleza de esta acción es residual y subsidiaria, es 


decir, “procede cuando el afectado no cuenta con otro mecanismo de defensa 


judicial para la satisfacción de sus pretensiones. Es por ello, que tratándose 


de conflictos o reclamaciones de orden económico, esta Corporación ha sido 


clara en señalar la improcedencia de la acción, en tanto que para este tipo de 


conflictos existen en el ordenamiento jurídico diferentes mecanismos de 


protección judicial” (T155 de 2010). 


 


En desarrollo del primer supuesto, esta Corporación ha señalado reiteradamente 


que: 


 


“Las controversias por elementos puramente económicos, que dependen de la 


aplicación al caso concreto de las normas legales –no constitucionales– 


reguladoras de la materia, exceden ampliamente el campo propio de la acción de 
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tutela, cuyo único objeto, por mandato del artículo 86 de la Constitución y según 


consolidada jurisprudencia de esta Corte, radica en la protección efectiva, 


inmediata y subsidiaria de los derechos constitucionales fundamentales, ante actos 


u omisiones que los vulneren o amenacen. 


 


En consecuencia, el rechazo de la acción de tutela por improcedente, respecto de 


la pretensión de orden económico, es lo que impone la Carta Política (C.P., art. 


86), en la medida en que no se trata de la vulneración de un derecho fundamental 


y dado que el interesado cuenta con la acción y los recursos ordinarios 


necesarios.” (Sentencia T-470 de 1998) 


 


También ha indicado la Corte Constitucional, en sentencia T304 de 2009:  


“Si los jueces, sin revisar con determinación las causales y justificaciones de 


procedencia esta acción, autorizan su procedencia, poniendo en entredicho el 


orden jurídico en su conjunto, contribuyen indebidamente a la paulatina sustitución 


de los mecanismos ordinarios de protección de derechos y de solución de 


controversias, autorizando un uso indiscriminado e irresponsable de la acción de 


tutela. Por consiguiente, el análisis meticuloso y concreto de las exigencias de 


procedibilidad de la tutela, evita un uso instrumental e indebido de la acción 


constitucional y asegura la articulación del mecanismo especial de protección 


constitucional con el resto del sistema jurídico. En sentido contrario, un uso 


inapropiado de la figura o un descuido de los jueces constitucionales en la 


verificación de las condiciones de procedencia de la tutela puede implicar la 


desnaturalización del amparo constitucional, reconociendo para algunos, de 


manera impropia, asuntos que son del debate, resorte y análisis del juez ordinario.” 


 


Tenemos entonces que, en el caso que nos ocupa por no cumplir con los 


presupuestos constitucionales y jurisprudenciales de la acción de tutela, y con 


fundamento en la Constitución Política, CPACA, Decreto 2591 de 1991 y demás 


normas concordantes y bajo el apoyo jurisprudencial Constitucional aplicable al 


presente caso, solicito al señor Juez, DENEGAR el amparo solicitado y declarar 


que el ICETEX no vulnera ni pone en peligro derecho fundamental alguno al 


Tutelante. 


 


Por lo que, se realiza la siguiente: 


 


4. PETICIÓN 


 


Con base a lo anteriormente expuesto y con fundamento en la Constitución 


Política, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 


Administrativo, Decreto 2591 de 1991, las normas establecidas para el desarrollo 
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del Derecho Fundamental del Hábeas Data, demás normas concordantes y bajo el 


apoyo jurisprudencial Constitucional aplicable al presente caso, solicito 


respetuosamente al señor Juez DENEGAR el amparo solicitado respecto del 


ICETEX, ordenar su desvinculación al presente trámite constitucional en los 


términos anteriormente expuestos”. 


 
VI. PRUEBAS APORTADAS 


 


 Parte Accionante 


 
Acompañó con el libelo de acción de tutela copia de los siguientes documentos: 


 


 Copia de la cédula de ciudadanía de Jeniffer Castro Castillo. 


 Copia de la carta enviada por el ICETEX el 15 de abril de 2020 informando el cambio 


de IPC por COVID 19, número de radicado CAS-6938645-K1Q6V3.  


 Copia del pago de la obligación realizado el pasado 29 de mayo por ($654.877).  


 Copia del pago de la obligación realizado 30 de junio por seiscientos cincuenta y 


cinco mil pesos ($655.000).  


 Certificado del ICETEX del 20 de junio de 2020 indicando que el saldo total 


adeudado para el crédito No. 0176893401-7 era de dieciséis millones novecientos 


noventa y nueve mil doscientos cincuenta y tres pesos ($16.999.253).  


 Certificado del ICETEX del 25 de junio de 2020 indicando que el saldo total 


adeudado para el crédito No. 0176893401-7 era de 0 pesos.  


 Certificado del ICETEX del 27 de junio de 2020 indicando que el saldo total 


adeudado para el crédito No. 0176893401-7 era de diecisiete millones treinta mil 


doscientos cincuenta y tres pesos ($17.030.253).  


 


 Parte Accionada 


 
 INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL 


EXTERIOR - ICETEX 


 
La entidad accionada INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS 


TÉCNICOS EN EL EXTERIOR - ICETEX, al contestar el escrito de acción de tutela allegó como 


pruebas copia de los siguientes documentos: 


 


 Poder conferido a la doctora DIANA PAOLA MALAGON NAVARRO para que asumiera la 


defensa del ICETEX en la presente acción de tutela. Se anexó al poder: i) Resolución 


No.0186 del 26 de Febrero de 2020 proferida por el Presidente de la entidad accionada, ii)  


Resolución No. 0105 del 12 de Febrero de 2020 por el cual se nombra a ANA LUCY 


CASTRO CASTRO en el cargo de Jefe de Oficina de Asesora Jurídica del ICETEX,  iii) 


Acta de Posesión de la señora ANA LUCY CASTRO CASTRO en el cargo de Jefe de 
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Oficina de Asesora Jurídica del ICETEX, y iv) Resolución 0662 del 10 de Mayo de 2018 


proferida por el presidente de ICETEX. 


 Certificación expedida por la Vicepresidencia de Operaciones y Tecnología – Grupo 


Administración de Cartera sobre el estado actual del crédito de la señora JENNIFER 


CASTRO CASTILLO. 


 Oficio No  20200215946 del 15 de Julio de 2020 por el cual se da respuesta al derecho de 
petición, junto con constancia de envío por correo físico y electrónico.  


 
 


VII. COMPETENCIA 


 


El artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 que establece la competencia de los jueces para conocer de 


las acciones de tutela. La norma prementada dispone: 


 


“Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o 


tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza 


que motivaren la presentación de la solicitud” 


 


Lo anterior en armonía con lo consagrado en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, 


modificado por el Decreto 1983 de 2017 que dispone: 


 


"Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces 


jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren 


la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos conforme a 


las siguientes reglas: 


 


2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 


organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su 


conocimiento en primera instancia, a los jueces del circuito o con igual 


categoría..." 


 


De acuerdo con la jurisprudencia Constitucional respecto a las normas de competencia: 


 


"(...) las únicas normas que determinan la competencia en materia de tutela son 


el artículo 86 de la Constitución, que señala que ésta se puede interponer ante 


cualquier juez, y el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, que establece la 


competencia territorial y la de las acciones de tutela que se dirijan contra los 


medios de comunicación, la cual asigna a los jueces del circuito3. 


 


"El decreto reglamentado 1382 de 2000, no puede, por su inferior jerarquía, 


modificar tales disposiciones razón por la cual se ha entendido que las reglas 


                                                           
3 Corte Constitucional. auto 124 de 2009, ver también auto 198 de 2009 
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que contiene son simplemente de reparto, y no de competencia. Precisamente, 


la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 


Estado desestimó, mediante sentencia de julio 18 de 2002, la mayoría de los 


cargos de nulidad contra el mencionado acto administrativo, pues consideró 


que no era contrario al artículo 86 de la Constitución porque establecía normas 


de reparto y no de competencia (.. )4". 


 


Así las cosas, en concordancia con las normas legales y jurisprudenciales, indicadas ut supra y lo 


consignado en el Auto 124 de 20095 este Despacho es competente para conocer de la presente 


acción de tutela. 


 


VI. CONSIDERACIONES 


 


 Problema jurídico 


 


Al estudiar detenidamente el libelo introductor génesis de la acción de tutela epigrafíada,  esta 


pretura advierte que la señora JENNIFER CASTRO CARRILLO expresó que se le ha violentado su 


derecho al HABEAS DATA en atención a que el INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO 


EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR  -ICETEX, de manera errónea e 


inconsulta, procedió a “congelar” la obligación debida por ella a la entidad accionada, 


específicamente el crédito de posgrado, No. 0176893401-7, sin que a la fecha de presentación de 


la tutela se le hubiera dado respuesta a su derecho de petición, el cual fue presentado el 08 de 


Junio de 2020 de manera verbal siendo radicado bajo el No. CAS-7602208, y en el cual solicitaba 


se rectificara y actualizara la información de su crédito de posgrado. 


 


En ese orden de ideas, es claro que la accionante coloca en conocimiento del Juez Constitucional 


no solo una posible afectación a su derecho al Habeas Data sino también a su derecho 


fundamental de petición. 


 


En consecuencia, en el presente asunto de raigambre constitucional, el problema jurídico 


planteado se contrae a determinar sí la autoridad accionada, esto es, el INSTITUTO 


COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR 


(ICETEX), vulneró a la accionante, JENNIFER CASTRO CASTILLO, sus ius fundamentales al 


HABEAS DATAS y DERECHO DE PETICION, al dejar de cobrarle -congelar-  su crédito de 


posgrado No. 0176893401-7 debido al ICETEX hasta 2022, generándose en consecuencia un 


cobro extra de intereses, y por no dar respuesta al derecho de petición instaurado el 08 de Junio de 


2020 por el cual la parte actora requirió a la accionada rectificación y actualización de la 


información de su crédito de posgrado. 


 


                                                           
4. Auto 170 a de 2003. reiterados en autos A 165/05, A 167/05, A 169/06, A312-06, A 095/06. entre otros 
5 ibídem 
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Para resolver el presente asunto constitucional, el Despacho hará referencia previa a los siguientes 


ejes temáticos: 


 


1. Test de procedibilidad de la acción de tutela. 


 


2. Marco jurídico y la procedencia de la acción de tutela para proteger los derechos 


fundamentales a la salud, vida digna y seguridad social. 


 


3. Caso concreto. 


 


 Test de procedibilidad 


 


Antes de entrar a estudiar el fondo del asunto, es preciso anotar que al Juez constitucional  le 


asiste el imperativo categórico de  analizar en sus fallos los criterios jurídicos de procedibilidad de 


la solicitud de amparo que ha sido sometida a su conocimiento, pues sólo de esa manera se puede 


determinar si ésta es procedente, bien como mecanismo pleno para la protección de los derechos, 


ora como transitorio para evitar un perjuicio irremediable en caso de que el medio de defensa 


judicial ordinario existente no resulte eficaz para la protección de los ius fundamentales 


reclamados.   


 


Los siguientes, son algunos de los aspectos a tener en cuenta para que la acción de tutela resulte 


procedente: 


 


a. Que no exista otro mecanismo de defensa judicial 


 


b. Que en caso de existir, no sea idóneo. 


 


c. Que exista un perjuicio inminente e irremediable, en caso de existir otro mecanismo de 


defensa judicial para que proceda como mecanismo transitorio. 


 


En tal virtud, el despacho procederá a decidir el asunto constitucional sometido a consideración 


para determinar si a la accionante, como ya se dijo, se le han vulnerado o no sus DERECHOS 


FUNDAMENTALES al HABEAS DATA y PETICIÓN, en los estrictos términos de la Constitución 


Política de Colombia de 1991, y la pauta Jurisprudencial de la Corte Constitucional. 


 


En sintonía con el problema jurídico planteado, el despacho hará breves referencias sobre los 


tópicos que están íntimamente ligados con el asunto materia de resolución judicial, tales como: 


derecho a la salud, vida y seguridad social. 


 


 Marco jurídico 
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La acción constitucional que hoy ocupa la atención de este operador judicial, tiene como marco 


normativo las siguientes disposiciones: 


 


1. El Art. 86 de la Constitución Política, señala lo siguiente:  


(…) 


“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 


todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por 


sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 


constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 


amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La 


protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 


tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.  


 


El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 


competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su 


eventual revisión.  


 


Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 


de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 


para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de 


diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos 


en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 


prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el 


interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de 


subordinación o indefensión”. 


 


2. El artículo 15 de la carta política prevé 


 


“Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su  buen 


nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen 


derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido 


sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 


 


En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y 


demás garantías consagradas en la Constitución. 


 


La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo 


pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con 


las formalidades que establezca la ley. 
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Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e 


intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y 


demás documentos privados, en los términos que señale la ley”. 


 


3. El artículo 23 del Estatuto Superior expresa: 


 


Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades 


por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El 


legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 


garantizar los derechos fundamentales. 


 


 El principio de subsidiariedad de la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 


  


1. El principio de subsidiariedad de la tutela aparece claramente expresado en el artículo 86 de la 


Constitución, al precisarse en él que: “Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga 


de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para 


evitar un perjuicio irremediable”. 


 


Ha manifestado así mismo la Corte Constitucional que, en cuanto el ordenamiento jurídico cuenta 


con un sistema judicial de protección de los derechos constitucionales, incluyendo por supuesto los 


que tienen la connotación de fundamentales, la procedencia excepcional de la tutela se justifica en 


razón a la necesidad de preservar el orden regular de competencias asignadas por la ley a las 


distintas autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su paulatina 


desarticulación sino también garantizar el principio de seguridad jurídica6. 


 


Ha destacado la jurisprudencia que la protección de los derechos constitucionales no es un asunto 


que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela. En la medida en que la Constitución 


del 91 le impone a las autoridades de la República la obligación de proteger a todas las personas 


en sus derechos y libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los diversos mecanismos 


judiciales de defensa previstos en la ley han sido estatuidos para garantizar la vigencia de los 


derechos constitucionales, incluidos los de carácter fundamental. De ahí que la propia Carta le 


haya reconocido a la tutela un carácter subsidiario frente a los demás medios de defensa judicial, 


los cuales se constituyen entonces en los instrumentos preferentes a los que deben acudir las 


personas para lograr la protección de sus derechos. 


 


Sobre el punto, ha dicho la Corte: 


 


“[L]a acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos 


constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado 


al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar 


                                                           
6 Sentencia SU-037 de 2009 
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cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los 


derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y 


objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una 


conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los 


casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en 


concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la 


persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir 


concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de 


ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su 


carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus 


derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”7. 


 


El carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la obligación de desplegar todo 


su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios de defensa ofrecidos dentro del 


ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos fundamentales. Tal imperativo 


constitucional pone de relieve que para acudir a la acción de tutela el peticionario debe haber 


actuado con diligencia en los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta 


injustificada de agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia del mecanismo 


de amparo establecido en el artículo 86 Superior. 


 


2. No obstante lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha establecido dos excepciones al 


principio de subsidiariedad de la acción de tutela: (i) la primera está consignada en el propio 


artículo 86 Constitucional al indicar que aun cuando existan otros medios de defensa judicial, la 


tutela es procedente si con ella se pretende evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. (ii) La 


segunda, prevista en el artículo 6 el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, 


señala que también procede la acción de tutela cuando el mecanismo ordinario de defensa no es 


idóneo, ni eficaz para la protección inmediata y plena de los derechos fundamentales en juego, 


caso en el cual opera como mecanismo definitivo de protección. De este modo, en las dos 


situaciones descritas, se ha considerado que la tutela es el mecanismo procedente para proteger, 


de manera transitoria o definitiva, los derechos fundamentales, según lo determine el juez de 


acuerdo a las circunstancias que rodean el caso concreto.  


 


Al respecto, la jurisprudencia “ha precisado que únicamente se considerará que un perjuicio es 


irremediable cuando, de conformidad con las circunstancias del caso particular, sea: (a) cierto e 


inminente –esto es, que no se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación 


razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que 


lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, 


                                                           
7 Sentencia T-106 de 1993. Véase igualmente, entre otras, las sentencias SU-544 de 2001, T-983 de 2001, T-


514 de 2003, T-1017 de 2006, SU-037 de 2009. 
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en el sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se 


consume un daño antijurídico en forma irreparable.”8 


 


Siguiendo estos criterios, la Corte ha conceptualizado el perjuicio irremediable en los siguientes 


términos: 


 


"(…) De acuerdo con la doctrina constitucional pertinente, un perjuicio 


irremediable se configura cuando el peligro que se cierne sobre el derecho 


fundamental es de tal magnitud que afecta con inminencia y de manera grave 


su subsistencia, requiriendo por tanto de medidas impostergables que lo 


neutralicen. Sobre las características jurídicas del perjuicio irremediable la 


Corte dice en su jurisprudencia lo siguiente: 


 


En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este 


exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así 


lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo 


lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre 


un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea 


susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse 


medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble 


perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, 


y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, 


las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a 


criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño 


antijurídico irreparable”.9  


 


3. Adicionalmente, es importante indicar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 


considerado como condición necesaria para establecer la procedencia de la acción de tutela, que 


el perjuicio irremediable se encuentre acreditado en el expediente, así sea en forma sumaria. No 


obstante, la Corporación ha aclarado que el accionante puede cumplir con esta carga, 


mencionando al menos los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de un perjuicio 


irremediable, en consideración a la jerarquía de los derechos cuyo amparo se solicita mediante la 


acción de tutela y a la naturaleza informal de este mecanismo de defensa judicial. Específicamente 


ha dicho la Corte:  


 


“No obstante, aunque la prueba del perjuicio irremediable es requisito de la 


procedencia de la tutela, la Corte ha sostenido que la misma no está 


sometida a rigurosas formalidades. Atendiendo a la naturaleza informal y 


pública de la acción de tutela, así como a la jerarquía de los derechos cuya 


                                                           
8 T-494 de 2010 
9 Sentencias T-634 de 2006 y    T-1316 de 2001. 
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protección se solicita, la prueba del perjuicio irremediable puede ser 


inferida de las piezas procesales. Así pues, al afectado no le basta con 


afirmar que su derecho fundamental se enfrenta a un perjuicio 


irremediable, es indispensable que, atendiendo a sus condiciones 


personales, explique en qué consiste dicho perjuicio, señale las 


condiciones que lo enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de 


juicio que le permitan al juez de tutela verificar la existencia del elemento 


en cuestión”.10 


 


4. En cuanto a la segunda excepción, es decir, la relativa a que el medio de defensa ordinario no 


sea eficaz ni idóneo para la protección de derechos fundamentales, ha dicho la Corporación que, al 


evaluar el mecanismo alternativo del ordenamiento jurídico, éste “(…) tiene que ser suficiente para 


que a través de él se restablezca el derecho fundamental violado o se proteja de su amenaza, es 


decir, tiene que existir una relación directa entre el medio de defensa judicial y la efectividad del 


derecho. Dicho de otra manera, el medio debe ser idóneo para lograr el cometido concreto, cierto, 


real, a que aspira la Constitución cuando consagra ese derecho”11. Así las cosas, si el medio 


judicial concreto no cumple con dichas características, y por el contrario, el derecho fundamental 


en juego no puede ser restablecido, procede la solicitud de amparo constitucional como medio 


definitivo de protección al bien jurídico. 


 


 Derecho a Habeas Data 


 


La honorable Corte Constitucional respecto al concepto del derecho al Habeas Data señaló12: 


 


“4.2. Por otro lado, el derecho fundamental al habeas data ha sido definido por la 


Corte Constitucional como “aquel que otorga la facultad al titular de datos 


personales de exigir de las administradoras de esos datos el acceso, inclusión, 


exclusión, corrección, adición, actualización y certificación de los datos, así como la 


limitación en las posibilidades de divulgación, publicación o cesión de los mismos, 


de conformidad con los principios que regulan el proceso de administración de 


datos personales.”13  


 


Este derecho, que de manera general consiste en la posibilidad de verificar y 


controlar la información que manejan las administradoras de datos personales, 


habilita a su titular para ejercer una serie de facultades concretas, a saber14: 


                                                           
10 Sentencias T-932 de 2012,  T-290 de 2005. 
11 Criterio reiterado, entre otras en las Sentencias T-232 de 2013, T-932 de 2012, T-191 de 2010, T-003 de 


1992.  
12


 Sentencia T-883 de 2013, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez  
13 Sentencia C-1011 de 2008, M.P. Jaime Cordoba Triviño. 


14 Véanse, entre otras, las  Sentencias SU-082 de 1995, M.P. Jorge Arango Mejía y T-684 de 2006, M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra. 
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(i) Conocer las informaciones que sobre él reposan en las centrales de datos, lo que 


implica que pueda verificar en qué bases está reportado y cuál es el contenido de 


los datos recopilados;  


 


(ii) El derecho a actualizar tales informaciones, indicando las novedades que se han 


presentado. En el caso de los reportes a centrales de riesgo financiero, ello implica 


la actualización del estado de cumplimiento de las obligaciones; y 


 


(iii) El derecho a rectificar las informaciones que no correspondan con la realidad. Ello 


incluye la posibilidad de solicitar que se aclare aquella que por su redacción puede 


dar lugar a interpretación equívocas, o comprobar que los datos han sido obtenidos 


legalmente.15 


 


Correlativamente, tanto las entidades que recopilan y administran 


información crediticia como aquellas que efectúan reportes a las primeras 


tienen el deber de garantizar a los titulares de la misma que su actuación es 


respetuosa de las garantías fundamentales atrás señaladas.  


 


En particular, la jurisprudencia constitucional ha señalado como obligaciones 


específicas a cargo de estos sujetos las de verificar (i) que la información sea 


veraz; (ii) que haya sido recabada de forma legal, y (iii) que no verse sobre 


aspectos reservados de la esfera personal del individuo.16  


 


En materia de administración de datos relacionados con la actividad financiera, 


crediticia o comercial, –y estando descontado que esa información no es reservada 


sino que puede ser conocida por quienes participan de esa actividad–, las dos 


primeras obligaciones adquieren una especial relevancia, ya que, en estos casos, 


además de la afectación de los derechos fundamentales del individuo, puede estar 


de por medio la estabilidad de su situación económica y patrimonial. De ahí que, tal 


y como lo ha establecido la Corte Constitucional, para que pueda consignarse a 


nombre de determinada persona un reporte negativo en una central de riesgo, es 


necesario que la información sea veraz y que ella haya sido recabada de forma 


legal. 


 


De un lado, y en cuanto a la veracidad de la información, esta Corporación ha 


señalado que, para efectos de garantizar este aspecto, las entidades que 


hagan el reporte, es decir, las denominadas fuentes de la información, deben 


contar con los documentos que soporten la existencia de la obligación. Así lo 


                                                           
15 Sentencia T-684 de 2008, M.P. Mauricio González Cuervo. 
16


 Sentencia T-1061 de 2010, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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ha dicho esta Corte: 


 


“(…) Los hechos económicos que tienen lugar en desarrollo de la relación que se 


traba entre usuarios del sistema y las entidades financieras se reflejan en los 


registros contables, los cuales están llamados a dar cuenta de lo que 


genéricamente se ha denominado ‘dato’. Estos registros reflejan las operaciones 


financieras cursadas y, por lo mismo, se constituyen en prueba idónea de la 


veracidad e integridad de la información, de allí que su manejo y guarda adquiera 


especial valor en relación con el derecho de habeas data. 


 


Los registros de los hechos económicos en los asientos contables deben 


encontrarse respaldados, tal y como ordena la ley, en los respectivos soportes, de 


manera que las operaciones de crédito deben documentarse mediante los 


preliminares de aprobación de crédito, el contrato de mutuo debidamente 


instrumentalizado a través de un pagaré o cualquier otro medio utilizado por las 


partes usuarios y operadores para formalizar sus negocios jurídicos y sus 


relaciones financieras. Es por ello que dichos soportes deben adherirse a los 


comprobantes de contabilidad respetivos y deben conservarse debidamente de 


manera que sea posible su verificación.”17 


 


Por supuesto, esto adquiere mayor relevancia cuando se trata de obligaciones 


sobre las que existe una controversia respecto de su estado en materia de pagos o 


en relación con su vigencia, circunstancias en las que estos documentos permitirán 


definir cuál es la realidad de la cuestión.   


 


Del otro lado, y en lo que hace a la necesidad de que la información haya sido 


recabada de forma legal, la jurisprudencia constitucional ha establecido que es 


necesario que el titular de la información haya autorizado expresamente a la 


entidad fuente para reportar estos datos a la central de riesgos, autorización que 


debe ser previa, libre, expresa, constar por escrito y provenir del titular de la 


información. Ella, según lo ha dicho esta Corte, “constituye el fundamento y el 


punto de equilibrio que le permite, a las entidades solicitar o reportar el 


incumplimiento de las obligaciones por parte de algún usuario del sistema 


financiero a las centrales de riesgo. En esta medida, cuando el titular encuentre 


que no ha dado su autorización para el reporte estaría facultado, debido al 


incumplimiento de este requisito, para reclamar la exclusión del dato.”18 


 


Solo cumpliendo estas condiciones, será válido consignar el reporte de la 


                                                           
17 Ver Sentencia T-129 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 


18
 Sentencia T-017 de 2011, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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información financiera negativa”. (Negrita y subraya fuera de texto) 


 


 Derecho de petición. Reiteración de jurisprudencia.  


 


El derecho fundamental de petición se encuentra consagrado en el artículo 23 de la Constitución, el cual 


establece que cualquier persona, ya sea por razones que involucran el interés general o particular, tiene el 


derecho a presentar, de manera respetuosa, peticiones a las autoridades y obtener una respuesta expedita. El 


mismo comprende, a su vez, la posibilidad de realizar peticiones a particulares en los casos que determine la 


ley.  


 


El derecho de petición, como institución jurídica, encuentra su razón de ser en la necesidad de regular las 


relaciones entre las autoridades y los particulares, con el fin de que estos últimos puedan conocer y estar al 


tanto de las actuaciones de cualquier ente estatal. Desde este punto de vista, su núcleo esencial está en la 


pronta respuesta que se le brinde a las solicitudes presentadas.   


 


Por su parte, la jurisprudencia constitucional ha señalado la relevancia que cobra el derecho fundamental de 


petición, ya que se constituye en un instrumento clave para el funcionamiento de la democracia participativa, y 


para el acceso a derechos como el de información y libertad de expresión, entre otros.19 


 


En ese orden de ideas, la Corte ha manifestado, a su vez, que el derecho de petición no solo implica la 


posibilidad de presentar solicitudes a las autoridades estatales o a entes particulares, cuando la ley lo permita, 


sino, de igual manera, que se dé una oportuna respuesta con sujeción a los requerimientos establecidos en la 


ley para dicha petición. Es decir, independientemente de que lo resuelto por la entidad sea adverso o no a los 


intereses del peticionario, la resolución del asunto debe contar con un estudio minucioso de lo pretendido, 


argumentos claros, que sea coherente, dé solución a lo que se plantea de manera precisa, suficiente, efectiva y 


sin evasivas de ninguna clase. Sobre el particular ha sostenido la Corporación que:   


 


“… una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los 


requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la  respuesta sea negativa a las 


pretensiones del peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se 


plantea(artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia entre lo 


respondido y lo pedido, de tal manera que la solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y 


no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la 


posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición 


propuesta”.20 


 


Así, para tener claridad sobre los elementos del derecho de petición, esta Corporación ha indicado que el mismo 


se compone de:  


 


                                                           
19


 Sentencia  T-337 de 2000, véase también sentencia T-161 de 2011. 
20


 Sentencia T-627 de 2005, véase también sentencias T-340 de 2008, T-377 de 2000, T-1060A de 2001. 
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“1. La posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, 


sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas. 


  


2. La obtención de una  respuesta que tenga las siguientes características:  


  


(i)      Que sea oportuna;  


  


Que resuelva de fondo, en forma clara y precisa lo solicitado; lo cual supone que la autoridad 


competente se pronuncie sobre la materia propia de la solicitud de manera completa, sin evasivas 


respecto a todos y cada uno de los asuntos planteados.  


 


Que la respuesta sea puesta en conocimiento del peticionario. 


 


 3. La respuesta es independiente del hecho de si es favorable o no, pues no necesariamente dar una 


respuesta de fondo implica acceder a lo pedido.”21 


 


Bajo ese entendido, para que la respuesta a la petición se encuentre ajustada a la ley y a lo que la 


jurisprudencia constitucional ha manifestado al respecto, la misma, además de ser oportuna y de fondo como ya 


se mencionó, debe  ser comunicada al peticionario.22 


 


De igual manera, por tratarse de un derecho con categoría fundamental, es susceptible de ser protegido a través 


de la acción de tutela. No obstante, para que el amparo proceda, no basta con afirmar que se elevó una petición, 


sino que debe haber prueba, siquiera sumaria, de la misma, es decir, que se cuente con algún tipo de 


herramienta que permita respaldar la afirmación, y por su parte, es la autoridad la que debe demostrar que dio 


respuesta oportuna, clara y de fondo a la solicitud.  


 


En esa medida, es obligación del juez constitucional analizar los elementos obtenidos para verificar si 


efectivamente se está en presencia de una vulneración del derecho fundamental de petición. En otras palabras, 


si no se dio respuesta o si la misma no cumple con los presupuestos legales y jurisprudenciales con los que 


debe contar.23 


 


 CASO CONCRETO 


 


En el caso sub-examine, el Despacho observa como elementos relevantes, los siguientes: 


 


1. Conforme a lo acreditado en el expediente, efectivamente la señora JENNIFER CASTRO 


CASTILLO posee un crédito de posgrado, el No. 0176893401-7 con el ICETEX el cual genera una 


cuota mensual de amortización de $693.404. A raíz de la pandemia de Coronavirus COVID 19 que 


                                                           
21


 Sentencia T-414 de 2010. 
22


 Sentencia T-414 de 2010 véase también T-377 de 2000, T-219 de 2001, T-1089 de 2001. 
23


 Sentencia T-581 de 2010. 
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afecta al mundo, en el mes de Abril de 2020 la accionante solicitó información al INSTITUTO 


COLOMBIANO DE CREDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR 


información sobre los auxilios económicos disponibles para continuar cumpliendo con su 


obligación, recibiendo como respuesta por parte de la entidad que le podían reducir el IPC con el 


cual se calcula la deuda de un 11,21% a un 3,34%. 


 


2. La accionante indica que el 29 de mayo y el 30 de Junio de 2020, respectivamente, canceló 


seiscientos cincuenta y cinco mil pesos ($655.000) del crédito a pesar que no le llegaron los 


recibos. No obstante como medida de precaución, revisó el estado de su deuda en el portal del 


ICETEX y notó que el monto de su deuda no bajó sino que por el contrario había subido, 


procediendo a hacer un seguimiento diario y se dio cuenta que la obligación por día se 


incrementaba en promedio mil ochocientos pesos ($1.800) y los fines de semana sube hasta veinte 


dos mil pesos ($22.000) y otras veces aparece en cero pesos.  


 


3. En el informe rendido por la apoderada del ICETEX se comunica que el 25 de Marzo de 2020 se 


procedió con la aplicación del alivio de reducción transitoria de tasa de interés,  la cual tenía una 


duración de 90 días; pero al realizar revisión de la obligación se evidenciaron variaciones en cuanto 


al plan de pagos en la aplicación de pagos del mes de Junio de 2020, situación que ocasionó que 


los recibos de pago se emitieran con información incorrecta.- Se realizaron entonces los ajustes 


correspondientes con el objetivo de reflejar los saldos conforme a la realidad financiera del crédito 


pero aclara que la situación descrita no ocasionó el cobro adicional al crédito, debido a que fue una 


situación netamente informativa. 


 


4. Igualmente la entidad accionada establece, a través de la certificación  VOT - GAC – 5030 – 20– 


757, la Vicepresidencia de Operaciones y Tecnología del Instituto Colombiano de Crédito 


Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior ICETEX- Coordinador Grupo Administración De 


Cartera que al corte del 14 de julio de 2020, el crédito presenta el siguiente estado de cuenta, : 


 


- El crédito se encuentra en época de amortización y está al día. 


 


- El plan de pagos está compuesto por un total de 36 cuotas de la siguiente 


manera: 


 


 9 cuotas canceladas  


 1 cuota vigente  


 26 cuotas proyectadas  


 


- Cuota vigente: $ 688.577,97 correspondiente a la cuota de agosto de 2020, 


con fecha de vencimiento el 5 del mes.  


 


- Saldo para la cancelación total a la fecha es de $16.369.287,12”.  
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Al realizar un análisis del acervo probatorio contenido en este trámite supralegal, se aprecia que el 


INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL 


EXTERIOR -ICETEX- reconoce la ocurrencia de un error en la aplicación de pagos del mes de 


junio de 2020 lo que derivó en que los recibos de pagos tuvieran información incorrecta. 


 


No obstante, no existe evidencia en la actuación procesal de carácter constitucional epigrafíada, 


que el ICETEX haya reportado con base en las inexactitudes a las que alude la accionante, y 


ratificada en el informe rendido por la entidad del 15 de Julio de 2020, información crediticia 


inexacta y perjudicial respecto a la señora JENNIFER CASTRO CASTILLO. 


 


Dicho de otra manera, el ICETEX no reportó a las centrales de riego financieras un dato que 


afectara el historial crediticio de la parte actora motivo por el cual no hay lugar a tutelar el derecho 


fundamental de Habeas Data de la misma, pues como bien lo señala el más alto Tribunal de la 


Jurisdicción Constitucional24: 


 


“A partir del contenido normativo de esta disposición, la jurisprudencia reiterada 


de la Corte Constitucional ha señalado que, en estos casos, es presupuesto 


fundamental para el ejercicio de la acción de tutela que el afectado haya 


solicitado la aclaración, corrección, rectificación o actualización del dato o de la 


información que considera errónea, de manera previa a la interposición del 


mecanismo de amparo constitucional: 


“[E]l derecho fundamental de hábeas data, exige que se haya agotado el 


requisito de procedibilidad, consistente en que el actor haya hecho solicitud 


previa a la entidad correspondiente, para corregir, aclarar, rectificar o actualizar 


el dato o la información que tiene sobre él, pues así se desprende del 


contenido del artículo 42, numeral 6 del decreto 2591 de 1991, que regula la 


procedencia de la acción de tutela contra particulares”.25  


Esta solicitud, según también lo ha precisado la jurisprudencia constitucional, 


debe haber sido formulada ante la entidad fuente de la información, es 


decir, frente a quien efectúa el reporte del dato negativo, con el fin de que 


se le brinde a ella la oportunidad de verificar directamente la situación y, 


de ser lo indicado, de adoptar las medidas que correspondan.  


Si formulada esa solicitud la fuente de la información insiste en el reporte 


negativo, la acción de tutela será procedente en aras de determinar si en el 


caso concreto se ha presentado una vulneración o no del derecho fundamental 


al habeas data del titular”. (Negrilla fuera de texto) 


                                                           
24 Sentencia T. 833 de 2013 
25 Sentencia T-727 de 2002, M.P. Clara Inés Vargas Hernández. Además, a este mismo asunto se han referido 


las sentencias T-131 de 1998, M.P. Hernando Herrera Vergara; T-857 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz; T-


467 de 2007, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; y T-284 de 2008, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
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En el sub examine, el INSTITUTO COLOMBIANO DE CREDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS 


TECNICOS EN EL EXTERIOR -ICETEX- atendió la solicitud de revisión que respecto a su crédito 


hizo la señora JENIFFER CASTRO CASTILLO y luego de realizar precisiones sobre las 


inconsistencias advertidas por la deudora, indicó que las mismas habían sido producto de un error 


de sistema de la entidad, procediendo a corregirlo y a certificar el estado actual del crédito 


educativo de la parte actora. 


 


Será este el motivo por el cual no se tutelará el derecho fundamental al Habeas Data de la señora 


JENIFFER CASTRO CASTILLO porque: i) el ICETEX corrigió el yerro que en su momento le fue 


notificado por la accionante y ii) la parte accionada no reportó a la accionante en las centrales de 


riesgo por un presunto incumplimiento en el pago de su obligación crediticia de carácter educativo 


que tiene para con el ICETEX. 


 


Así pues, en el estudio del trámite constitucional que nos ocupa, se estableció que la accionante de 


manera verbal –vía telefónica- presentó un derecho de petición ante el  INSTITUTO COLOMBIANO 


DE CREDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TECNICOS EN EL EXTERIOR el día 08 de Junio de 


2020 el cual, para la fecha en la cual instauró la presente acción de tutela, no había obtenido 


respuesta por parte de la accionada. 


 


Sin embargo, junto con el informe rendido por el ICETEX conforme al artículo 19 del Decreto 2591 


de 1991, se allegó el oficio No. 20200215946 del 15 de Julio de 2020 por el cual se dio respuesta 


al derecho de petición de la señora JENIFFER CASTRO CASTILLO radicado bajo el No. CAS-


7602208-F1P5C8 el cual le fue enviado a la requirente por medio físico, a través de la empresa 4-


72 y por medio electrónico al e-mail jeniffercastroc@gmail.com, el cual corresponde al de la señora 


JENIFFER CASTRO CASTILLO, como se aprecia en el aparte de notificaciones del escrito de 


tutela, por lo que la vulneración existente al momento de presentarse la acción de tutela 


epigrafíada ha desaparecido porque el ICETEX efectivamente ha dado respuesta de fondo al 


requerimiento de la parte actora. 


 


La honorable Corte Constitucional, en circunstancias como las que se aprecia en este 


diligenciamiento, ha precisado26: 


 


“3. Carencia actual de objeto en el caso bajo estudio 


 


3.1. La Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha indicado que la 


carencia actual de objeto se configura cuando frente a las pretensiones 


esbozadas en la acción de tutela, cualquier orden emitida por el juez no tendría 


                                                           
26


 Sentencia T-138 de 2019 



mailto:jeniffercastroc@gmail.com
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algún efecto o simplemente “caería en el vacío”27. Específicamente, esta figura 


se materializa a través en las siguientes circunstancias28: 


(…) 


3.1.2. Hecho superado. Este escenario se presenta cuando entre el momento 


de interposición de la acción de tutela y el fallo, se evidencia que como 


consecuencia del obrar de la accionada, se superó o cesó la vulneración de 


derechos fundamentales alegada por el accionante29. Dicha superación se 


configura cuando se realizó la conducta pedida (acción u abstención) y, por 


tanto, terminó la afectación, resultando inocua cualquier intervención del juez 


constitucional en aras de proteger derecho fundamental alguno, pues ya la 


accionada los ha garantizado30.” 


 


De manera diáfana se puede apreciar en la tutela que concita la atención de esta pretura, que el 


ICETEX dio respuesta clara y de fondo a la accionante, y además que, procuró enterar a la señora 


CASTRO CASTILLO del tenor de la misma enviando a su correo electrónico dicha respuesta, 


aportando las constancias de remisión y de entrega en el e-mail jeniffercastroc@gmail.com, el cual 


es precisamente el aportado por la parte actora en su libelo introductor. 


 


En el caso materia de examen de constitucionalidad en concreto, observa esta pretura que tal como 


se desprende de la prueba documental que fue arrimada por la autoridad accionada ha operado el 


fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado, en razón a que ha cesado la 


vulneración al derecho de petición; en ese sentido tal y como la ha reconocido la Corte 


Constitucional, la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en 


                                                           
27


 Corte Constitucional, sentencia T-519 de 1992 (MP José Gregorio Hernández Galindo) reiterada 


posteriormente en sentencias como la T-533 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto) y T-253 de 2012 


(MP Humberto Antonio Sierra Porto), entre muchas.  
28


 Corte Constitucional, sentencia T-200 de 2013 (MP Alexei Julio Estrada) reiterada en la T-237 de 2016 


(MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), entre otras. || La sentencia T-237 de 2016 (MP Jorge Ignacio Pretelt 


Chaljub, señaló: “(i) Por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho 


fundamental ha producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no 


es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro y lo único que procede es el 


resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho fundamental. (ii) Por hecho superado cuando 


entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la 


pretensión contenida en la demanda de amparo, es decir, aquello que se pretendía lograr mediante la orden 


del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este último evento, es necesario 


demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo la pretensión de la acción de tutela, esto es, que se 


demuestre el hecho superado. Así las cosas, cuando se presente alguna de las dos circunstancias señaladas, 


el juez de tutela puede declarar, en la parte resolutiva de la sentencia, la carencia actual de objeto y a 


prescindir de cualquier orden, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al demandado sobre 


la inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a las que se hará acreedor en caso de 


que la misma se repita, al tenor del artículo 24 del Decreto 2591 de 1991”. 
29 Corte Constitucional, sentencias T-970 de 2014 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-597 de 2015 (MP Jorge 


Ignacio Pretelt Chaljub), T-669 de 2016 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-021 de 2017 (MP Luis Guillermo 


Guerrero Pérez), T-382 de 2018 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado), entre otras. 
30 Decreto 2591 de 1991, artículo 26: “[s]i, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o 


judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud 


únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”. 



mailto:jeniffercastroc@gmail.com
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la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto 


carecería de fundamento fáctico. 


 


En ese sentido la Corte Constitucional ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones 


resulta inocua y contraria al objeto constitucionalmente previsto para la acción de tutela31. 


 


No obstante, el Despacho debe llamar la atención a la Entidad accionada para que en el futuro 


atienda las peticiones radicadas por los administrados dentro de los términos perentorios que 


establece la ley para ello. Lo anterior con el ánimo de dar cumplimiento al artículo 2 de la 


Constitución Política: 


 


“Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 


prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 


deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en 


las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 


cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 


integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 


justo”. 


 


En síntesis, observa el operador judicial que la señora JENIFFER CASTRO CASTILLO en nombre 


propio, impetró acción de tutela contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO 


Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX, con el objeto de obtener del juez 


constitucional el amparo o protección del ius fundamental de Habeas Data, presuntamente violado 


por la autoridad accionada. 


 


La acción de amparo se inhiesta entre otros, en los siguientes hechos. 


 


1. La accionante tiene con el ICETEX un crédito estudiantil de posgrado No. 0176893401-7. 


2. Asevera la accionante que la autoridad accionada, esto es, ICETEX le informó que en su 


caso particular se le podía ofrecer una reducción del IPC con el que se calcula su deuda, 


del 11.21% al 3.74%. 


3. Que en el mes de abril de la presente anualidad (año 2020) la accionante recibió 


comunicación electrónica en donde se le informa la aprobación de su solicitud de bajar o 


disminuir el IPC, en consecuencia, las cuotas mensuales pasarían de $693.404 a 


$654.877. 


4. De igual manera, manifiesta la accionante que el día 08 de junio de 2020, se comunicó 


telefónicamente con el ICETEX, habiendo sido atendido con el asesor Hugo Ruiz, quien 


además de radicar su petición bajo el No. CAS-7602208; de forma verbal el asesor le 


informó lo siguiente: “que por un “error en el sistema” mi obligación había quedado 


                                                           
31


 Sentencia T-147 de de 2010. M.P. doctor Nilson Pinilla Pinilla 
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congelada hasta 2022 y estaba generando un “interés extra” que se reflejaba en mi estado 


de cuenta”. 


5. Por último, manifiesta el accionante que el 24 de junio y 2 de julio del presente año, llamo 


al ICETEX, sin encontrar una respuesta ni solución a su petición de rectificación y 


actualización de su crédito de posgrado. 


 


Por su parte, la autoridad accionada ICETEX, al contestar la acción de tutela, sostuvo entre 


otras, lo siguiente: 


1. Que conforme al reglamento de crédito educativo del ICETEX, a la señora JENIFFER 


CASTRO CASTILLO le fue otorgado el crédito “ID-3668934 modalidad LINEAS 


TRADICIONALES – POSGRADOS PAIS 40 SMLV”. 


2. Que dicho crédito fue trasladado a la etapa final de amortización el 05 de octubre de 2019, 


“con un saldo total de $21.925.352,27 compuesto por un saldo de capital mas el saldo de 


intereses corrientes generados y no pagados durante la época de estudios, la sumatoria 


de estos valores conforman un nuevo capital sobre el que se genera el plan de 


amortización”. 


3. Que en cuento a la petición de la accionante, afirma la apoderada del ente público 


accionado, que el 20 de junio de 2020 el ICETEX “remitió respuesta de fondo, clara y 


concisa a la accionante, tanto por, medio de correo electrónico  al email 


JENIFFERCASTRO@GMAIL.COM – LINETCASTILLO@HOTMAIL.COM como físico a la 


dirección  CL 34  87  09 BL 10 AP 102 CONJ MIRADOR DE LA COLINA BR LAS 


ESTRELLAS en donde se le indicó a la aspirante lo anteriormente relacionado (…)” 


 


En ese contexto, advierte el despacho que de las pruebas que militan en el expediente 


constitucional de la referencia anidan dos pruebas de singular importancia para la definición del 


presente asunto constitucional, cuales son: (i) La respuesta al derecho de petición impetrada por la 


accionante en la cual el ICETEX se dirige a la peticionaria accionante, razón por la cual, el 


derecho de petición fue satisfecho, independientemente que haya sido favorable o no a la 


accionante. 


Bajo ese entendido, el juez constitucional no puede penetrar la esfera competencial del órgano 


accionado, para indicar la forma o la manera o el sentido de como debe ser su respuesta, todo ello 


conforme a la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Por ellos, el despacho observa que 


estamos en presencia de un acto administrativo el cual no puede en sede de tutela estudiar su 


legalidad, por cuanto el escenario de la acción de tutela es para vislumbrar y resolver asuntos de 


orden constitucional. 


 


Así mismo, el despacho observa que el ICETEX arrimó al expediente epigrafiado lo siguiente: 



mailto:JENIFFERCASTRO@GMAIL.COM

mailto:LINETCASTILLO@HOTMAIL.COM
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Certificación VOT - GAC – 5030 – 20– 757, la Vicepresidencia de Operaciones y Tecnología del 


Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior ICETEX- Coordinador 


Grupo Administración De Cartera que al corte del 14 de julio de 2020, el crédito presenta el 


siguiente estado de cuenta, : 


 


- El crédito se encuentra en época de amortización y está al día. 


 


- El plan de pagos está compuesto por un total de 36 cuotas de la siguiente 


manera: 


 


 9 cuotas canceladas  


 1 cuota vigente  


 26 cuotas proyectadas  


 


- Cuota vigente: $ 688.577,97 correspondiente a la cuota de agosto de 2020, 


con fecha de vencimiento el 5 del mes.  


 


- Saldo para la cancelación total a la fecha es de $16.369.287,12”.  


 


De todo lo precedentemente expuesto, advierte el despacho que la acción de tutela impetrada por 


la señora JENIFFER CASTRO CASTILLO, contra ICETEX, se negará. 


 


En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo Oral De Barranquilla, 


administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 


 


 


RESUELVE: 


 
PRIMERO.- NEGAR la acción de tutela impetrada por la señora JENIFFER CASTRO CASTILLO, 


identificada con la cédula de ciudadanía No.1.140.859.840 contra el INSTITUTO COLOMBIANO 


DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX, por las 


razones expuestas en la parte motiva de la presente sentencia. 


 
SEGUNDO.- DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado  de la presente acción 


de tutela impetrada por la señora JENIFFER CASTRO CASTILLO, identificada con la cédula de 


ciudadanía No.1.140.859.840 en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO 


EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX por las razones expuestas 


en la parte motiva de la presente sentencia que se profiere dentro del presente tramite 


constitucional bajo radicado No. 08-001-33-33-002-2020-00107-00. 
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TERCERO: En consecuencia, NEGAR el amparo constitucional solicitado por la señora JENIFFER 


CASTRO CASTILLO, identificada con la cédula de ciudadanía No.1.140.859.840, por la 


ocurrencia de la carencia actual de objeto por hecho superado, de conformidad a lo expuesto en la 


parte considerativa de la presente providencia. 


 


CUARTO.- ADVERTIR al INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS 


TÉCNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX para que en el futuro atienda las peticiones radicadas 


por los administrados dentro de los términos perentorios que establece la ley. 


 


QUINTO.- REMÍTASE la presente decisión a la Honorable Corte Constitucional, si no fuera 


impugnada, para su eventual revisión en los términos de decreto 2591 de 1991 y de consejo 


superior de la judicatura 


 


SEXTO Háganse las anotaciones y registros de rigor. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 


 


 
 


 


 


 


 


NOTIFICACION POR ESTADO 
LA ANTERIOR PROVIDENCIA SE NOTIFICA POR 


ESTADO ELECTRONICO 
N°       082  DE HOY 23 DE JULIO DE 2020 A LAS 


8:00 A.M 


 


  
 


SE DEJA CONSTANCIA QUE SE LE DIO 


CUMPLIMIENTO AL ARTICULO 201 DEL CPACA 
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